PROPUESTA PARA UN SISTEMA DE ACREDITACIÓN DE INSTITUCIONES Y PROGRAMAS ORMADORES DE PROFESIONALES DE LA EDUCACIÓN
(Documento De Trabajo
)
INTRODUCCIÓN

La presente propuesta ha sido elaborada a solicitud de la Dirección Nacional de Formación y Capacitación Docente (DINFOCAD) del Ministerio de Educación, como parte de una consultoría sobre revalorización de la profesión docente, cuyo propósito es establecer bases para una política integral de desarrollo magisterial. La coordinación general de la consultoría ha sido encargada a José Rivero, quien ha convocado y lidera tres equipos de trabajo simultáneos: el primero, coordinado por Luisa Pinto, ha asumido la tarea de proponer perfiles de nuevos docentes y un sistema de selección, incorporación, permanencia y certificación de profesores en el sector educativo público; el segundo, coordinado por Julia Alba, desarrolla una propuesta de carrera magisterial, política salarial, sistema de pagos, incentivos y sanciones; el tercero, coordinado por Manuel Bello, es responsable de proponer un sistema de acreditación de la formación de profesionales de educación. En su conjunto estas tres propuestas apuntan a la mejora de la calidad docente en la educación nacional.

El propósito de un proyecto integral para al desarrollo de la profesión docente, incluida la acreditación de instituciones y programas formadores de educadores, es mejorar el desempeño de los profesionales de la educación, para que todos los educandos, dentro y fuera de las escuelas y colegios del país, aprendan más y mejor. La investigación internacional ha demostrado que la calidad de los profesores es uno de los factores más significativos en la determinación de los resultados de la educación, por lo que se deben adoptar todas las decisiones que hagan falta para garantizar su solvencia profesional. El desarrollo de un sistema de acreditación de la formación de los profesionales de la educación, puede jugar un importante papel en este proyecto.

La calidad de la formación de profesionales de la educación no se garantiza por el simple hecho de que los centros formadores sean instituciones de educación superior o porque ellas mismas lo declaren; se debe demostrar y dar pruebas a la sociedad de su excelencia. La acreditación es una manera de demostrarlo y de hacer efectivo el compromiso con la calidad.

La propuesta para el establecimiento de un sistema de acreditación de la formación de profesionales de la educación, comprende: una definición de la organización del sistema, la descripción de los procesos que conducirían a la acreditación, así como los estándares nacionales de calidad que servirían como referentes para la evaluación de programas y carreras. Además, se ha desarrollado una propuesta de estrategia para la puesta en marcha del sistema, tomando en cuenta la situación actual de la formación de profesores en el Perú.

La propuesta del sistema de acreditación de la formación de profesionales de la educación ha sido elaborada principalmente con base en:

· Revisión de estudios e informes de diagnóstico, propuestas, experiencias y lineamientos de política de la DINFOCAD, acerca de la calidad de la formación de profesionales de la educación en el Perú.

· Exploración de experiencias en el Perú, de definición de estándares de calidad y de evaluación, autoevaluación, supervisión y mejoramiento de la calidad en instituciones, carreras o programas de formación de profesionales de la educación.

· Revisión y análisis de tres experiencias nacionales en países de la región (Argentina, Colombia y Chile) de acreditación de instituciones, carreras o programas de formación de profesionales de la educación.

· Consulta directa a tres expertas internacionales: Beatrice Avalos (Chile), Inés Aguerrondo (Argentina) y Lucía Tarazona (Colombia).

· Reuniones de trabajo con directivos y especialistas de la DINFOCAD.

· Consulta a actores y especialistas del MED, órganos intermedios, directores de instituciones de formación docente, organismos gremiales y de la sociedad civil procedentes de todas las regiones del país, en un Taller Nacional realizado del 13 al 15 de diciembre de 2001 y mediante una encuesta.

· Finalmente, se ha previsto una revisión crítica a cargo de tres lectores calificados, cuyas opiniones y sugerencias se tomarán en cuenta para la redacción del documento final de la propuesta.

El trabajo de elaboración de la propuesta ha estado a cargo de un equipo, integrado a título personal por cinco especialistas en formación inicial y continua de profesores, con experiencia en los tres tipos de instituciones con mayor presencia en este campo: facultades de educación, institutos pedagógicos y organizaciones no gubernamentales especializadas en educación.

1 EL CONTEXTO DE LA PROPUESTA

En el Perú, la formación de profesores presenta serias distorsiones y deficiencias, que se expresan de un modo cuantitativo y cualitativo: el número de instituciones y programas formadores de docentes supera en una proporción de 10 a 1 la cantidad que el país necesita
, en tanto que la calidad de la formación de educadores -en la gran mayoría de los casos- está muy lejos de alcanzar el nivel deseable. No hay signos que sugieran que esta situación vaya a mejorar por si misma, sin una clara y definida intervención del estado y de la sociedad.

Desde un punto de vista cuantitativo, el exceso de oferta en relación a la demanda de profesores se explica –entre otros- por los siguientes factores:

· El lento crecimiento de población escolar esperado para los próximos años, que demandará no más de 3100 nuevos docentes al año.

· La juventud del magisterio actual, asociado a la legislación de cesantía por límite de edad, que determina una tasa anual de retiro de sólo 1,3% al año.

· El crecimiento indiscriminado de instituciones de formación magisterial, provocado por el clientelismo político en el sector público y por la aplicación del DL 882 en el sector privado. En el año 2001 se estima que el número de estudiantes de Educación en el país se acerca a los 150,000, de los cuales más de 100,000 estudian en institutos públicos. En total existen 416 ISP y 54 facultades de educación.

Uno de los factores esenciales de la calidad de la formación profesional es la selección de estudiantes motivados y con aptitudes para el aprendizaje en el nivel superior. En tal sentido, las facultades de educación estarían captando alumnos potencialmente mejores que los institutos pedagógicos, en tanto que los alumnos que tienen menores posibilidades de tener éxito en la educación superior estudiarían en los ISP privados, según un informe del Ministerio de Educación basado en datos de APOYO, del censo universitario y de la ENAHO 97-III.

Sin embargo, de acuerdo con las mismas fuentes, en comparación con otras carreras universitarias a la de Educación se ingresa con menos tiempo de preparación y menor número de postulaciones; los padres de los estudiantes de Educación presentan el nivel educativo más bajo de todas las carreras comparadas. Estos mismos estudiantes presentan el menor número de horas de estudio fuera de clases, y el porcentaje de ellos que tienen conocimiento del idioma inglés y de computación es el más bajo y es muy inferior al promedio.

En lo que respecta a los docentes de los ISP, más de la mitad han estudiado en universidades, pero menos del 10% de ellos han realizado estudios completos de postgrado.

Los diagnósticos realizados por la DINFOCAD antes de 1996 señalaban los siguientes problemas fundamentales en la formación docente
:

1. Un currículo con problemas de orientación, pertinencia y racionalidad; fragmentación de los contenidos, escasa atención a la necesidades de integración y de aprendizaje activo y reflexivo.

2. Metodología inadecuada: formas de enseñanza predominantemente lectivas basadas en la comunicación oral, con poco requerimiento de trabajo práctico, lecturas e investigaciones que involucren a los estudiantes con la construcción de sus conocimientos disciplinares y pedagógicos.

3. Insuficiencia de bibliotecas y laboratorios que apoyen la formación del docente.

4. Situaciones de práctica profesional que ofrecen poca oportunidad para el análisis reflexivo.

5. Falta de estímulos para atraer a la carrera docente a alumnos talentosos con vocación para maestros.

El Plan Piloto de Formación Docente iniciado en 1997 dio prioridad a la reforma curricular, para adecuar la formación inicial de los docentes a los cambios que se impulsaban en el nivel de primaria de menores. Al mismo tiempo se buscó introducir la metodología activa, se promovió la investigación formativa –asociada a la práctica innovadora- y se estableció la práctica profesional temprana como parte sustancial de la formación. Según la DINFOCAD, el plan piloto ha alcanzado a 74 ISP y ha logrado cambios en la actitud y competencias de los docentes formadores, sensibilización de los directores, alumnos con mejores niveles de vocación y autoestima, además del fortalecimiento institucional de los ISP participantes y la constitución de una red nacional que otorga sostenibilidad y replicabilidad al proyecto.

Los logros y limitaciones del plan piloto todavía no han sido suficientemente evaluados, en parte porque el tiempo de su vigencia es aún relativamente corto. Sin embargo, su alcance y profundidad no han llegado al nivel deseable en el nivel nacional, como lo demuestran las siguientes conclusiones de la DINFOCAD en el presente año, con respecto al conjunto de la formación de los recursos humanos de la educación en el Perú.

En lo que respecta a los recursos humanos:

· Profesores formadores de las instituciones de formación magisterial seleccionados bajo criterios poco técnicos, equipados con un conjunto insuficiente de competencias y raramente apoyados en su desempeño como formadores.

· Directivos en los distintos niveles institucionales (centros educativos, órganos intermedios, MED central) todavía carentes de perfeccionamiento en las competencias de la gestión educativa moderna.

En lo que respecta a las instituciones:

· Excesivo número de instituciones y cupos de formación docente, lo cual necesita un proceso de racionalización de la oferta para brindarla a un grupo seleccionado de IFM de mejor calidad.

· ISP y Facultades de Educación con derechos y atribuciones distintas para funciones similares; en ambos casos estructurados en función de currícula, con una división de trabajo y procedimientos administrativos que requieren revisión y actualización.

· Insuficiente e infrecuente comunicación del sistema formativo con los actores institucionales y sistémicos (centros educativos, organismos intermedios), y con los sociales y parasistémicos (medios de comunicación, políticos, liderazgos comunitarios, etc.).

· Currícula de formación educativa y docente (inicial y en servicio) que necesita redefiniciones conceptuales, estructurales, organizativas y dimensionales.

· Insuficiente utilización en las IFM de nuevas tecnologías para el aprendizaje y la comunicación, además de inadecuadas instalaciones físicas.

A todo lo anterior habría que agregar que la mayoría de los ISP continúan aplicando el currículo de formación magisterial aprobado en 1985, que presenta las siguientes deficiencias:

· Carga excesiva en las asignaturas teóricas y de metodología de investigación, que representan el 34.7% del total.

· Los conocimientos específicamente pedagógicos (teóricos y técnicos) representan sólo el 23.7% de la carga horaria total.

· Las actividades de práctica docente y de servicio a la comunidad ocupan apenas el 14.3% de la carga horaria.

· Los valores y actitudes se consideran en los cursos de filosofía y educación religiosa, que sólo representan el 6.7% del total.

En caso de mantenerse las mencionadas distorsiones y deficiencias en la formación de los profesionales de la educación, será casi inútil cualquier otro esfuerzo que se haga para revalorizar la profesión docente y para mejorar la calidad de la educación. El país no podría enfrentar los enormes desafíos de equidad y calidad educativa que se demandan desde los procesos de construcción de la democracia y del desarrollo económico y social, en un marco de acelerada globalización y constante renovación científica y tecnológica.

La realidad exige –en consecuencia- que se defina una acción concertada y efectiva, de mediano plazo, conducente a transformar la formación de los profesores para que responda a lo que el país necesita, que a la vez contribuya al propósito de racionalizar la oferta estatal de formación inicial de profesores. Tal acción tendría que realizarse en el marco de un proyecto político integral de revaloración de la profesión docente.

El Ministerio de Educación, por intermedio de la DINFOCAD, está actualmente proponiendo un “sistema de formación continua de los recursos humanos de la educación”
, para el cual se plantea el reto siguiente:

“Dada la evidencia de que el maestro desempeña un papel crucial en la promoción del aprendizaje en los niños y niñas, se propone una estrategia de formación continua del maestro a partir de una formación inicial redefinida y una formación en servicio más integrada y relevante, ambas en un contexto de: (a) racionalidad de la oferta de formación inicial; y (b) profesionalización y flexibilidad de la carrera magisterial.”

El sistema de formación continua aludido en este párrafo, sería una de las piezas del programa de Revalorización de la Carrera Magisterial propuesto por la DINFOCAD, el cual incluye además: el Sistema de Acreditación de Instituciones y Profesores, y la estructura y funcionamiento de la Carrera Docente.

En el proyecto de la DINFOCAD se establece que los programas y actividades de Formación Inicial de profesionales de la educación serán evaluados permanentemente, a nivel de sistema y de institución, “mediante mecanismos referenciados a padrones básicos de funcionamiento y de acuerdo con las metas fijadas en el Plan de Desarrollo Institucional (PDI). Además de evaluaciones internas, basadas en instrumentos acordados a nivel del sistema, se realizarán evaluaciones externas periódicas. Los resultados de tales evaluaciones guardan relación con la acreditación institucional.”

En el sistema propuesto, la acreditación es considerada uno de los mecanismos principales –junto con la especialización y la diversificación- de la estrategia orientada a la racionalización de la oferta de formación inicial de docentes. “Mediante la acreditación se buscará mantener un nivel cualitativo institucional adecuado a la mejor formación de los recursos humanos de la educación nacional. Mediante un estudio se buscará la estructura más funcional para el organismo acreditador y sus funciones en el sistema. Es posible que un porcentaje de los ISP existentes, por ejemplo, no llegue a satisfacer a las condiciones establecidas por la acreditación.”

Los planteamientos de la DINFOCAD son congruentes con los que establece el vigente Reglamento General de los Institutos Superiores Pedagógicos y Escuelas Superiores de Formación Docente Públicos y Privados, en su Título VI: “El sistema de acreditación de los ISP estará orientado a evaluar el desempeño institucional y la calidad pedagógica de las carreras ofertadas, de acuerdo a los estándares de calidad aprobados por el Sector conforme a las disposiciones legales vigentes.”

El Reglamento define la acreditación como “un proceso complejo, permanente, que toma en cuenta estándares externos, pero también, y sobre todo, obliga a desarrollar la gestión y la práctica en forma congruente con los valores, principios, misión y visión, objetivos y documentos curriculares del propio Proyecto de Desarrollo Institucional. Es un mecanismo de autorregulación y control de la fortaleza y la coherencia institucional.”

Finalmente, el Reglamento señala que: “La acreditación debe ser exigencia para el funcionamiento de los ISP. Al normarla, se tendrá que establecer un plazo prudencial –unos tres años- para que todos los ISP, Públicos y Privados, logres su acreditación por instituciones independientes y confiables. La acreditación de los docentes de estos ISP será igualmente normada más adelante.”

Las Facultades de Educación –por su parte- han dado ya algunos pasos hacia la definición de un sistema de acreditación de la calidad, en tres encuentros nacionales promovidos por la ANR y por la Asociación de Facultades de Educación entre 1998 y 2000. En ellos se ha acordado establecer procesos de autorregulación en cada institución, además de construir un sistema de evaluación y acreditación en base a un conjunto de estándares de calidad aprobados por consenso.

En el campo de los educadores profesionales y de la sociedad, es creciente el consenso con respecto a la conveniencia de establecer mecanismos de racionalización, regulación y aseguramiento de la calidad de la formación de los profesionales de la educación. El sindicato de los educadores peruanos (SUTEP), también coincide con la necesidad de desarrollar una política de acreditación de instituciones de formación de los profesionales de la educación; su Secretario General ha afirmado al respecto que, en opinión del sindicato: “Los institutos pedagógicos o facultades de educación, tendrán como exigencia cumplir con una acreditación de calidad. Nos oponemos tajantemente a que el criterio mercantil y rentista atente contra la calidad formativa de los profesores.”

Por último, en el contexto internacional la acreditación de instituciones y programas se ha ido generalizando como mecanismo para promover y certificar la calidad de la formación profesional y académica en las instituciones universitarias y de educación superior no universitaria. En algunos países latinoamericanos el desarrollo de sistemas de acreditación está contribuyendo a avanzar en la necesaria renovación y racionalización de la formación de los educadores del recién iniciado siglo XXI. La aplicación de este mecanismo de regulación en el Perú puede tener un efecto similar, además de facilitar la integración y el intercambio con los sistemas educativos de otros países, lo cual resulta importante en una época de creciente globalización.

El diseño del sistema de acreditación a adoptar en el Perú, deberá hacerse tomando en cuenta las siguientes condiciones de partida y antecedentes:

· Las diferencias entre las instituciones y programas. La naturaleza y la situación institucional, administrativa, legal y pedagógica de los dos tipos de unidades proveedoras de formación inicial de profesores que existen en el país: las universitarias (Facultades, Programas y Escuelas, con autonomía garantizada por ley) y las no universitarias (Institutos, Escuelas, dependientes del Ministerio de Educación), atravesadas además por diferencias normativas importantes entre privadas y estatales; así mismo, la enorme heterogeneidad en la calidad de la formación y las diferencias entre programas y carreras ofrecidas para los distintos niveles y modalidades del sistema educativo.

· Consenso sobre la prioridad política de la formación docente. Entre los especialistas y docentes en general se insiste en la importancia de la formación docente en las políticas de mejoramiento de la educación. La consulta nacional de educación mostró que la comunidad educativa nacional comparte esta visión.

· La anunciada descentralización de la educación. Se tiene que considerar también que es inminente la puesta en marcha de un proceso global de descentralización del país, por el cual se transferirán atribuciones y recursos a los nuevos gobiernos regionales, a los gobiernos locales y a las propias instituciones educativas. La capacidad de las instituciones formadoras de profesionales para adoptar sus propios planes y tomar decisiones administrativas y pedagógicas sustanciales, es un requisito previo indispensable para la acreditación; no se puede reconocer o descalificar a instituciones que no gestionan con autonomía aspectos esenciales de la calidad del servicio que ofrecen, como ocurre en el régimen actual de funcionamiento de los ISP y otras instituciones de educación superior no universitaria.

· La necesidad de reconversión o sustitución de algunos ISP. Así mismo, siendo probable que algunas de las instituciones formadoras actuales tengan que dejar de operar como tales por no lograr la acreditación, el Ministerio de Educación debe contemplar su sustitución o reconversión, sobretodo en aquellos lugares del interior del país donde éstas instituciones o programas constituyen la única oportunidad de estudios profesionales para los jóvenes egresados de la educación secundaria.

2 POR QUÉ Y PARA QUÉ UN SISTEMA DE ACREDITACIÓN

El propósito de la acreditación de instituciones, programas y carreras formadoras de profesores, asociada a otras medidas para al desarrollo de la profesión docente, es mejorar el desempeño de los profesionales de la educación que ellas forman, para que todos los educandos, dentro y fuera de las escuelas y colegios del país, aprendan más y mejor. La calidad de los profesores es uno de los factores más significativos en la determinación de los resultados de la educación, considerados por su contribución al desarrollo personal y social.

El sistema de acreditación a instituciones, carreras y programas de formación de profesionales de la educación, busca garantizar que la oferta de formación –inicial y en servicio- de los profesionales de la educación, cumpla con estándares de calidad establecidos a nivel nacional. Esta tarea es una obligación para el estado, en representación de la sociedad, así como para las instituciones a las que se ha delegado el otorgamiento de títulos profesionales a nombre de la nación. La exigencia y la garantía de calidad educativa son expresión de un mandato ético para el gobierno y para todas las instituciones involucradas; se agrega a ese mandato la obligación moral y legal de eficacia y eficiencia que deben cumplir quienes operan con fondos públicos.

La acreditación será capaz de identificar y reconocer los logros obtenidos –en términos de metas, planeamiento, insumos, calidad de los procesos, resultados- a lo largo de un período; es decir, dará cuenta no sólo de una situación puntual en el tiempo, sino también de un proceso dinámico y longitudinal de mejoramiento. El objetivo principal de la acreditación es verificar la calidad de la oferta de formación con el fin de introducir correcciones donde ello sea necesario, como parte de una dinámica institucional de mejoramiento continuo, generada internamente y verificada desde afuera. La acreditación hará explícita, pública y notoria, la buena calidad y los progresos significativos de los programas y las instituciones que se esmeren por ofrecer lo mejor a sus estudiantes y al país. Al conocer su verdadero nivel de calidad en comparación con un nivel mínimo o con un parámetro legitimado, las propias instituciones formadoras podrán adoptar las decisiones más convenientes para desarrollarse.

El sistema de acreditación contribuirá a desarrollar una cultura de evaluación y de mejoramiento, permitiendo que en un plazo razonable todas las instituciones formadoras de profesores demuestren haber alcanzado y superado los estándares de calidad considerados mínimos y esenciales para seguir funcionando. En el mediano plazo, el sistema permitirá orientar políticas de discriminación positiva y equidad, a la vez que reconocer y premiar el mejoramiento significativo, la innovación y la excelencia en la formación de profesores, contribuyendo al desarrollo progresivo y permanente de la educación peruana. 

Los objetivos del sistema de acreditación son:

1. Asegurar la formación de profesionales de la educación competentes para que todos/as los/as educandos (niños/as, adolescentes y adultos) del Perú logren los aprendizajes esenciales, en los distintos niveles y modalidades de la educación nacional.

2. Asegurar la formación de profesionales de la educación capaces de contribuir al desarrollo de los centros educativos y al mejoramiento de la gestión institucional y pedagógica de las escuelas y colegios, en un marco de creciente autonomía y eficiencia.

3. Construir un sistema nacional racionalizado de formación inicial y continua de profesores, integrado por redes de programas e instituciones formadoras certificadas, con alto nivel de calidad y capacidad para aprender y renovarse constantemente.

En el marco de las políticas del Ministerio de Educación, la motivación y los propósitos para desarrollar un sistema de acreditación de la formación de docentes se relacionan con la necesidad de transformar la educación nacional, afirmar el carácter profesional del profesorado y reinventar esta profesión, en sintonía con una nueva utopía docente. A continuación se aborda desde esta perspectiva la reflexión acerca de por qué y para qué la acreditación.

2.1 Formación de los docentes que exige el cambio educativo

Las políticas tradicionales para intentar cambiar la educación en el Perú y América Latina han puesto énfasis en las cosas (locales, equipamiento, textos, tecnología) antes que en las personas involucradas: alumnos, familias, docentes. La experiencia y la investigación han demostrado que el rol del maestro es fundamental, pues la utilidad de los materiales educativos, las tecnologías y el tiempo escolar es función de la capacidad del docente para aprovecharlos, en su condición de “mediadores” entre el saber y los educandos.

A estas alturas, el papel protagónico de los docentes en el cambio de la educación es –en palabras de Rosa María Torres- “una verdad de Perogrullo: ...no hay calidad educativa sin calidad docente; sin profesionales autónomos es inviable la descentralización y la autonomía de la institución escolar.”
 En los últimos años, muchos estudios internacionales que evaluaron el efecto de las diversas estrategias de cambio de la educación, han demostrado que la calidad del maestro es el factor que hace la diferencia.

Según la autora citada, la descentralización y la autonomía de la institución escolar –así como el impulso de los proyectos educativos institucionales- son ejes de la reforma educativa de la década de los 90. Sin embargo –señala- “Resta mucho por hacer en el ámbito del fortalecimiento de la autonomía profesional de los equipos docentes.” (obra citada). La pregunta que debe responderse, sin embargo, es: ¿qué cambio docente es el que se requiere, para qué cambio en el sistema educativo y para qué nuevo modelo escolar?

El sistema educativo y el modelo escolar vigentes (organización, manejo del tiempo y el espacio, concepciones dominantes en torno al currículum, la pedagogía, la evaluación, etc.) son incompatibles con la autonomía escolar y el desarrollo de la docencia como una actividad profesional. El modelo es una expresión de la cultura escolar tradicional, que se reproduce en la vida cotidiana de la escuela tanto por la actuación práctica de los docentes como por las imposiciones, exigencias, demandas, expectativas y conductas de los demás actores del proceso educativo.

El mejoramiento de la calidad y la equidad de la educación no es meramente un asunto de insumos, no es una cuestión de bienes o recursos faltantes que puedan ser completados o compensados, como lo demuestra la experiencia de las políticas educativas de la última década. Se necesita un cambio sustancial del modelo escolar y de la cultura escolar que lo sostiene, para que la educación camine hacia los logros que el país le demanda.

El cambio educativo es un cambio cultural y una tarea social, que requiere de un nuevo marco político y legal y de decisiones y condiciones concretas que contribuyan a dinamizar las instituciones educativas de base, asignen un nuevo rol a los docentes y les otorguen el apoyo y las condiciones necesarias para que puedan realizar su misión como profesionales. Pero el aspecto sustancial y al mismo tiempo más difícil del cambio es la renovación de la imagen profesional de los docentes y de su rol social. Como señala Francoise Delannoy
:

“Modificar la regulación es una tarea técnica relativamente fácil, pero cambiar la cultura –convicciones, conocimientos, comportamientos, valores- de los docentes es mucho más complejo. No se puede lograr si no está apoyada por incentivos positivos y presionada por los instrumentos de rendición de cuentas y, en casos extremos, sanciones, también alineados con la visión. La participación de los actores es una estrategia poderosa de ajuste continuo entre lo que se pretende y lo que se puede hacer, técnica o políticamente.”

Como se sostiene en la propuesta de formación continua de la DINFOCAD (Ministerio de Educación 2001, obra citada): “La eficacia del desempeño docente depende, asimismo, de la formación recibida, del marco administrativo e institucional en que trabaja y del nivel de motivación que sostiene su esfuerzo.” Está asociada, además, al desempeño y la motivación de los otros profesionales de la educación involucrados en la gestión institucional y pedagógica de los procesos educativos.

El centro educativo juega un papel crucial en el nuevo marco institucional que se propone en el documento de la DINFOCAD, congruente con la visión prevaleciente de descentralización de la educación:

“Las demandas de formación (especialmente la Formación en Servicio) se expresan al interior del Centro Educativo, el usuario principal y terminal del sistema. Cada CE es responsable de la planificación de sus recursos humanos, y especialmente docentes, para atender a las demandas locales (expansión, calidad, diversificación) de la población en edad escolar, lo cual determina la cantidad y diversidad de los profesores y otros profesionales necesarios. Esa planificación y demanda sería objeto del Plan de Desarrollo Institucional –PDI, cuya elaboración cuenta con la participación de la toda la comunidad educativa del CE.”

La tarea educativa es un asunto institucional y no de profesionales individuales aislados. Al pensar en los estándares esenciales de calidad de la formación de profesores, es necesario considerar las características deseables de las escuelas y centros educativos, ya que los profesores deberán ser formados para transformarlas, en el marco previsible de desarrollo de la descentralización y de fortalecimiento de la gestión en el ámbito local y de la propia escuela. ¿En qué sentido deberán cambiar las escuelas?

El Director del Departamento de Didáctica y Organización de la Universidad Complutense de Madrid considera “la capacidad (de las organizaciones) de integrar en su desarrollo y funcionamiento el autoaprendizaje continuo de sus miembros a escala individual y grupal, como la única estrategia posible para poder responder, de forma rápida, a situaciones cada vez más cambiantes, configurando, de esta forma, organizaciones con un alto nivel de respuestas creativas ante situaciones complejas, cambiantes, de crisis, de inseguridad.”

De acuerdo con Senge
, las organizaciones que enseñan y aprenden están formadas por personas que aprenden a aprender y a enseñar; crean condiciones permanentes para aprender; capacitan permanentemente a sus gestores y éstos enseñan, es decir, son “gerentes formadores”. Senge cita a Arie de Geus, jefe de planificación de Royal Dutch Shell, quien afirma: “Las organizaciones que cobrarán relevancia en el futuro serán las que descubran cómo aprovechar el entusiasmo y la capacidad de aprendizaje de la gente en todos los niveles de la organización.”

La experiencia nacional e internacional muestra que los centros educativos que logran generar niveles altos de motivación para el aprendizaje y para el mejoramiento continuo, que conducen a resultados educativos cada vez mejores, son aquellos con vida institucional activa, que cuentan con una comunidad de profesionales cohesionados en torno a un proyecto compartido, que desarrollan un clima humano positivo y que integran a los alumnos, a los padres de familia y a la comunidad local en un proceso significativo para todos. 

¿Cómo es un centro educativo que aprende y se desarrolla? “Si bien no puede haber definiciones precisas, un centro educativo que aprende y se desarrolla es aquél en que tanto directivos, docentes, estudiantes y padres de familia comparten una visión común, tienen expectativas altas sobre lo que se espera del trabajo educativo, tienen un vínculo significativo con la comunidad y las organizaciones de su contexto. En dichos centros existe apertura a la evaluación, a los cambios y a la innovación, disposición a seguir aprendiendo a partir de actitudes y prácticas de indagación e investigación. Tanto los directivos como los docentes están comprometidos con la mejora continua de los procesos y se constituyen como una comunidad de trabajo y de aprendizaje, donde hay liderazgos compartidos y democráticos.”

La investigación sobre las reformas educativas indica que el surgimiento de este tipo de dinámicas internas es posible cuando se administran correctamente las condiciones externas, del contexto y del sistema educativo mismo, a través de políticas y estrategias dirigidas específicamente a generar esas dinámicas; es decir, acciones externas que exigen, promueven, apoyan, delimitan, incentivan, evalúan, informan y premian los procesos educativos innovadores y sus resultados. Una parte importante de las acciones externas a las escuelas, dinamizadoras de su desarrollo, son las que se pueden generar desde y a través de las instituciones formadoras de profesores, las cuales, parafraseando a Delannoy, “tienen que demostrar y hacer vivir a sus estudiantes –en sus propias aulas- el tipo de organización, de funcionamiento, de actividad y de metodología que quieren que sus egresados desarrollen en las escuelas.”

Al mismo tiempo, como sostiene la misma especialista, el niño (alumno/a) debe ser el foco de atención de todo el sistema del profesorado (formación, selección, evaluación, promoción, etc.). En el marco del principio de equidad, esto significa que la misión de los profesores en su conjunto es que todos los niños/as aprendan, lo cual sucede en centros educativos dinamizados por un proyecto compartido y con un equipo cohesionado. El logro de este objetivo es lo que debería ser valorado, buscado y premiado por el sistema nacional de gestión del profesorado, incluida la evaluación y acreditación de instituciones formadoras de profesores (IFP).

En consecuencia, las instituciones formadoras de profesores tienen que hacer lo que sea efectivo para que los profesores consigan efectivamente que sus alumnos aprendan, en el marco de una nueva cultura escolar. Para lograrlo, tienen que programar y conducir desde el inicio de los estudios, una secuencia de incorporación progresiva de sus estudiantes a la experiencia de trabajo en el aula y la escuela, para que su formación sea el resultado de vivenciar en forma simultánea y complementaria la experiencia académica con la experiencia de la práctica profesional en el centro educativo, sus procesos y sus exigencias; vivencias ligadas a un esfuerzo sistemático de reflexión y elaboración, tanto sobre la teoría como sobre la práctica.

En síntesis, los tiempos actuales y futuros demandan que los docentes sean profesionales autónomos, preparados para responder a las exigencias institucionales y pedagógicas de centros educativos dinámicos, capaces de renovarse y de contribuir al mejoramiento continuo de la educación.

2.2 Formar profesionales de la educación críticos, reflexivos, orgánicos 

En la actualidad coexisten varios discursos acerca de la naturaleza de la función social y laboral de los educadores, que no necesariamente corresponden al concepto aceptado de “profesional”. La educación es vista por algunos como un arte o un oficio, en tanto que el educador es definido por algunos como “trabajador de la educación”, por otros como “servidor público”, por otros como “profesional de la docencia”, y aún por algunos como “apóstol” o “evangelizador”.

La condición de “profesional” implica una distinción con respecto a otros trabajadores o servidores públicos que prestan servicios en el campo de la educación; una distinción que alude al grado de especialización y de calificación, así como a la complejidad de las competencias que son necesarias para desempeñar las tareas que le son propias. En el Perú, desde un punto de vista formal y legal la docencia es una actividad profesional; para ejercerla se requiere contar con un título universitario o con un título de profesor, considerado por ley como equivalente al universitario.

El contexto de descentralización y de creciente autonomía de las instituciones educativas, sumado a los cambios que vienen ocurriendo en el modelo de escuela y en los procesos educativos, en función de las exigencias del presente y del futuro de la sociedad, hacen indispensable la consolidación y el desarrollo de la profesionalidad de la docencia. Sin embargo, algunos especialistas consideran que en la práctica la docencia es todavía una semi-profesión, débilmente estructurada, desvalorizada en el mercado de trabajo y dominada por la burocratización, que no es atractiva para los jóvenes más talentosos, que tiende a perder a sus mejores cuadros y que deja mucho que desear en los resultados de su actuación en la sociedad.

El maestro que se necesita ahora y para el futuro es, según María Amelia Palacios, “un profesional que se caracteriza por un dominio amplio y axiológico de su papel social, por la atribución de los sentidos y significados que el proceso educativo y la práctica docente van construyendo en una comunidad particular.”
 Todo ello implica superar el quehacer mecanicista y repetitivo característico del técnico, y también superar la normatividad y las formas que limitan al burócrata.

En los últimos años han surgido diversos enfoques acerca del profesional de la educación, como manifiestan Cépeda y Sime (2001): “Así, Giroux caracteriza al maestro como “intelectual crítico”, Stenhouse plantea la necesidad del “profesor investigador”, Donald Schön lo considera como “práctico reflexivo”, Gimeno Sacristán reivindica al docente como “profesional de la cultura”, y también encontramos referencia al cuerpo docente en una dimensión más institucional como “comunidades críticas colegiadas”.

En el mismo texto (Cépeda y Sime, obra citada) se afirma “la necesidad de revalorar la docencia en su nivel profesional y a los maestros como profesionales críticos reflexivos, con responsabilidad sobre su desempeño, capacidad para plantear alternativas pedagógicas y participar en las decisiones concernientes a la educación, en los niveles y ámbitos que les corresponda actuar. También implica reconocer a los maestros como profesionales de carrera pública, al servicio del Estado y de la sociedad.”

2.3 Formar educadores que reinventen la profesión docente

Torres (citada) alude a Burke (1996) para decir que “las competencias docentes requeridas para hacer frente a las demandas de las sociedades modernas, de sistemas escolares descentralizados e instituciones escolares autónomas, implican, como mínimo, un profesionalismo entendido como dominio y competencia teórico-práctica en el propio campo de trabajo, autonomía profesional, capacidad para tomar decisiones informadas, para anticipar las consecuencias de esas decisiones y para evaluar críticamente la propia acción.”

La gestión en la escuela, en el marco de un proyecto de desarrollo institucional, implicará la conformación de comunidades profesionales y la formación de redes de escuelas. Para poder participar como protagonistas en el mejoramiento continuo de su institución, los profesionales de la educación necesitarán contar con capacidades para aprender e investigar, para crear e innovar, en el marco de una cultura de evaluación y de trabajo cooperativo.

El nuevo modelo escolar demanda docentes con algunas características personales que se adquieren en experiencias vitales, que salen del ámbito formal de la actual formación profesional: autoestima, motivación por el propio aprendizaje, conexión con el mundo exterior, sensibilidad y aprecio por lo diverso, acceso a la cultura universal, etc. El compromiso del docente con la escuela y con la calidad de la educación –característica esencial encontrada entre los docentes que promueven la creatividad y la innovación en la escuela pública- deriva de la sensibilidad social, la solidaridad y el compromiso político, que no forman parte de la identidad tradicional del maestro como “agente escolar”. ¿Cómo se desarrollarán estas características desde las instituciones de formación de profesores?

Otro aspecto del perfil deseable del profesional de la educación que actualmente es enfatizado en el Perú corresponde a la dimensión ética y moral. El sindicato de los educadores (SUTEP) comparte esta posición, que se refleja en las siguientes palabras de su Secretario General: “Somos de la opinión que en el perfil profesional del docente deben estar bien marcados los aspectos éticos y volitivos. Quien actúa dentro de la carrera pública magisterial con honestidad debe ser reconocido por el Estado y la sociedad; y quien infringe su noble condición de maestro tendrá que ser sancionado. En los dos casos se requiere de la existencia de un Código de Ética Docente y de reglamentos específicos.”

La imagen de un profesional de la educación que trasciende los roles tradicionales de la sala de clases se refleja también en algunas de las estrategias desarrolladas en otros países. Tal es el caso del Sistema Nacional de Evaluación del Desempeño, en Chile, que premia al conjunto de los docentes de las instituciones educativas que, además de lograr buenos resultados en las pruebas nacionales de rendimiento escolar, se destacan por su iniciativa para incorporar innovaciones y comprometer el apoyo de agentes externos en su quehacer pedagógico, por promover la igualdad de oportunidades en el acceso y en la integración de grupos de alumnos con dificultades de aprendizaje, y por haber conseguido una participación real de los profesores, los padres y los alumnos en el desarrollo del proyecto educativo institucional.

El SNED chileno estimula prácticas propias de un nuevo modelo escolar, que enfatiza la calidad, la equidad y la participación, al mismo tiempo que desincentiva la discriminación y la aplicación de medidas disciplinarias indebidas o arbitrarias. Se trata de un modelo que exige y propicia el desarrollo de características profesionales y personales que antes no necesariamente formaban parte del perfil del docente eficaz. A modo de ejemplo se anotan a continuación los indicadores considerados en el sistema chileno para la evaluación de una característica institucional no siempre valorada en el sistema escolar tradicional: la iniciativa. 

Indicadores de presencia de la iniciativa, como característica institucional:

· Desarrollo regular de actividades técnico-pedagógicas grupales.

· Desarrollo de actividades formativas complementarias de libre elección.

· Equipo de gestión (constitución y reuniones).

· Existencia de trabajo en redes por parte del establecimiento.

· Centro de Alumnos (constitución y reuniones).

· Existencia de proyecto educativo institucional.

· Participación en reuniones de microcentros.

Es bien cierto que el logro de este tipo de profesional de la educación no depende sólo de la formación, sino también de otros factores que inciden sobre el reclutamiento, el desempeño y el desarrollo profesional, que dependen de la aplicación de una política definida y de una fuerte inversión en el tema, con parámetros renovados, sincronizados con el nuevo modelo escolar en gestación. Bien dice Delannoy (obra citada) que: “el objetivo en materia de carrera (magisterial), incentivos, remuneraciones, condiciones de trabajo, reconocimiento..., sería no sólo atraer a jóvenes más capaces, sino fomentar el profesionalismo docente a través de una mayor diferenciación entre buen y mal desempeño, mayor apoyo y mayor exigencia.”

La tarea planteada a los educadores, con la vista puesta en el futuro, es –en palabras de Cecilia Braslavsky
- promover un equilibrio entre contribuir a resolver problemas coyunturales y reinventar la profesión. Esto significa: “reprofesionalizar, construir desde aquellas habilidades (normalizadas) y desde las representaciones a ellas asociadas, tamizadas por una mejor comprensión del mundo, una profesión de formadores resignificada, revisitada, vuelta a pensar y a concebir.” Esta orientación implica “garantizar, al mismo tiempo, competencias para un mejor desempeño en la coyuntura y para una mejor participación en la reinvención de la escuela y de los sistemas educativos.”

2.4 La acreditación y la nueva utopía docente

El desarrollo de la profesión docente en los términos expuestos, equivale a la construcción de una utopía factible, en el marco de una visión acerca de la educación que necesita el Perú. La tarea de desarrollar la profesión es un asunto que compete en primer lugar a los educadores, para lo cual son ellos mismos los que necesitan imaginar los nuevos roles y las capacidades que deben ser desarrolladas para cumplirlos a cabalidad. Del mismo modo, son los educadores –y no el Ministerio de Educación- quienes deben plantear los estándares más exigentes para la definición del perfil de la profesión y de las condiciones y los procesos de formación profesional, de ingreso y de progreso en la carrera magisterial.

En tal sentido, los educadores deben apropiarse de la acreditación de la formación profesional, para convertirla en una práctica cultural de autoevaluación y autorregulación, como un elemento del complejo engranaje del mejoramiento continuo y de la reinvención de la profesión docente y de la educación, a cargo de los propios educadores.

En este marco parece apropiado asumir el concepto de acreditación propuesto por María José Lemaitre, en 1999
, quien siguiendo el enfoque de varios países europeos afirma que “la evaluación opera sobre la base de un concepto de calidad que la define como ajuste a los propósitos declarados, es decir, que insiste en que las instituciones o los programas se evalúen en relación con sus propias metas y objetivos. Aun en esa perspectiva, sin embargo, el hecho de que exista una evaluación externa suele tensionar la definición de las metas y objetivos en el sentido de hacerlos más innovadores y capaces de responder a los requerimientos del medio.” (p. 49).

“En muchos casos, los sistemas de acreditación, enfocados hacia la evaluación de resultados en el marco de las propias definiciones de las instituciones de educación superior, abren espacios de innovación difíciles de lograr cuando la calidad se define internamente...”. (p. 50).

“La Comisión Nacional de Acreditación (de Chile) –dice Lamaitre- opera con el convencimiento de que la única forma de mejorar la calidad de la educación superior es mediante el trabajo sostenido de las propias instituciones. Por ello, una de sus principales preocupaciones es la de promover y apoyar el desarrollo de la capacidad institucional para la autorregulación.” (p. 51).

En el mismo sentido son definidos estos procesos por el Consorcio de Universidades en el Perú, cuando se señala: “Estos procesos evaluativos conducen a una cultura de autorregulación, cuya meta es lograr que la entidad involucrada en ella posea una mística de mejoramiento y búsqueda de la calidad inherente a si misma..., y se señala que dentro de una cultura de autorregulación, la herramienta más dinámica es la autoevaluación...; esto implica que la autoevaluación debe asumirse como un compromiso de mejora y superación de los propios estándares.”

Si bien la acreditación puede ser inicialmente mal entendida como un mecanismo externo de regulación de la calidad de la formación profesional, su propósito no es otro que el de ayudar a  despertar y dinamizar en las instituciones procesos internos auto-generados, orientados hacia una utopía o una visión renovada de la docencia. Al final, la acreditación debería ser reconocida como una práctica cultural permanente de autorregulación del conjunto del sistema de formación profesional, en el que todas las instituciones estarán involucradas.

3 MARCO CONCEPTUAL

3.1 ANTECEDENTES  INTERNACIONALES

La acreditación de instituciones educativas, sobre todo de las que integran la educación superior, es un proceso que se viene desarrollando en todo el mundo con singular fuerza desde hace unas décadas.  Si bien existe un consenso básico en sus principales características, las diferentes experiencias internacionales muestran algunos rasgos específicos. A continuación se presentan algunos conceptos desarrollados por dos organismos internacionales universitarios (CINDA y la AUIP) y los enfoques y estrategias aplicados en otros países en sus procesos de acreditación de la educación superior.

a) La definición de acreditación

CINDA define la regulación de los sistemas de educación superior como una acción colaborativa, para el desarrollo óptimo del sistema y de cada una de sus instituciones. Las diferentes funciones de la regulación son: de superintendencia, de evaluación, de certificación y de información pública; a su vez, estas funciones de regulación tienen características distintas en cada una de las etapas de la vida de las instituciones, que son: fundacional, de funcionamiento asistido y de autonomía.

En este marco, para CINDA, la acreditación es la certificación otorgada a las instituciones que se encuentran en la etapa de funcionamiento autónomo y que han probado responder a estándares elevados de calidad. La acreditación, de tipo voluntaria, es la culminación de todo un proceso evaluativo. Puede ser otorgada a nivel institucional y de carreras o programas.

CINDA también ha difundido un documento elaborado inicialmente por la OEA, en el cual se analiza la experiencia de acreditación de siete países (Francia, Holanda, Inglaterra y Gales, Dinamarca, Nueva Zelanda, Canadá y Estados Unidos), con respecto a: finalidad, criterio de calidad, foco de atención y agencia acreditadora. La información se resume en el cuadro siguiente:

	
	Finalidad
	Criterio
	Foco 
	Agencia

	Francia
	Control de calidad
	Estándares

Proyecto
	Instituciones

Programas
	Gobierno y  representantes. Reporta al Presidente.

	Holanda

(Países bajos)
	Promoción de calidad
	Proyecto
	Programas
	Interinstitucional (evaluación) Gobierno (seguimiento)

	Inglaterra

Gales
	Control de calidad
	Proyecto
	Instituciones

Áreas disciplinarias
	Interinstitucional (evaluación)

Gobierno (auditoría)

	Dinamarca
	Promoción de calidad
	Proyecto Estándares
	Programas
	Gobierno

	Nueva Zelanda
	Promoción de calidad
	Proyecto
	Instituciones
	Universidad (c/u)

Gobierno (auditoría)

	Canadá

(Quebec)
	Promoción de calidad
	Estándares
	Programas
	Gobierno

	USA:

Acreditación regional
	Control/Promoción de calidad
	Proyecto
	Instituciones
	Interinstitucional

	USA:

Acreditación especializada
	Control de calidad
	Estándares
	Programas
	Asoc. Profesionales (evaluación).  Gobierno del Estado (habilitación profesl.


Sin embargo, no en todos los países se ha mantenido el concepto único de la acreditación como certificación voluntaria de la excelencia de instituciones autónomas. En Colombia, por ejemplo, se creó la acreditación previa con el fin de fortalecer la calidad de los programas ya existentes de formación de profesores y de cerrar aquellos que no alcanzaban los mínimos de calidad. Se trató de un proceso obligatorio, para el cual se otorgó a las instituciones ya existentes un plazo de dos años. 

En Argentina se estableció asimismo un sistema de acreditación obligatoria de la formación docente, cuya vigencia comenzó en 1998 a partir de un proceso de acreditación provisional, con base en estándares mínimos, con una vigencia máxima de cuatro años.

El concepto de pre-acreditación también está considerado en el sistema del National Council for Acreditation of Teacher Education (NCATE), en Estados Unidos. Se trata de una verificación inicial respecto de si las instituciones poseen o no las condiciones mínimas para someterse a un proceso de acreditación. Se establecen, para el efecto, la necesidad de producir ciertos tipos de documentación y reunir determinadas condiciones de funcionamiento. Este proceso, en la medida que se cuente con buen conocimiento de lo requerido para la acreditación propiamente tal, podría constituir lo que en otros contextos, como el chileno, se ha considerado como la etapa de autoevaluación institucional.

Cabe recordar que en el Perú, el Reglamento General de los Institutos Superiores Pedagógicos y Escuelas Superiores de Formación Docente Públicos y Privados dedica su Título VI a la Acreditación y establece que ésta “debe ser exigencia para el funcionamiento de los ISP. Al normarla, se tendrá que establecer un plazo prudencial –unos tres años- para que todos los ISP, Públicos y Privados, logren su acreditación por instituciones independientes y confiables.” Es decir, se ha establecido la obligatoriedad de la acreditación para el funcionamiento de los ISP.

Por otro lado, según la Asociación Universitaria Iberoamericana de Postgrado, la evaluación de un programa académico es el proceso a través del cual se recoge y se interpreta, formal y sistemáticamente, información pertinente sobre un programa educativo, se producen juicios de valor a partir de esa información y se toman decisiones conducentes a mantener, proyectar, reformar o eliminar elementos del programa o su totalidad. La evaluación se lleva a cabo a través de los pasos siguientes:

· La autoevaluación. Es un proceso cuya planificación, organización, ejecución y supervisión está a cargo de personas comprometidas con el programa evaluado. La autoevaluación persigue dos propósitos centrales: 

· Identificar los problemas, dificultades, aciertos y logros de un programa (fortalezas y debilidades).

· Proponer correctivos y comprometerse en la revisión y ajuste para garantizar un proceso permanente de mejoramiento cualitativo del programa.

· La evaluación externa. Es un proceso en el que intervienen especialistas ajenos al programa evaluado (pares académicos). La evaluación  externa detecta  los  problemas  y dificultades, propone alternativas de acción, pero no se compromete con la introducción de correctivos.

· La acreditación. Es la certificación otorgada por un organismo calificador autorizado, que se basa en el resultado de la evaluación externa y expresa el reconocimiento formal de la calidad de la institución o del programa evaluado.

b) El proceso de acreditación

En cuanto al proceso de acreditación,  existen también algunas diferencias entre las propuestas conceptuales y las experiencias nacionales analizadas. Según la Asociación Universitaria Iberoamericana de Postgrado, el proceso de acreditación comienza en el momento en que el programa o la institución decide someterse a un proceso de comparación con otros similares o con estándares de calidad reconocidos, y le solicita formalmente a una entidad acreditadora, coordinar la gestión y puesta en marcha de procesos de evaluación externa con fines de acreditación. Generalmente, la entidad acreditadora inicia inmediatamente las acciones siguientes:

· Solicita a la institución un informe de autoestudio o autoevaluación del programa.

· Recibido el informe, la entidad acreditadora procederá a conformar un equipo de evaluación externa integrado por pares académicos (científicos, investigadores y profesores).

· El equipo de evaluación recibirá copia del informe de autoevaluación.

· La entidad acreditadora acordará con la institución solicitante la agenda y los compromisos económicos necesarios para la puesta en marcha del proceso de evaluación externa.

· El equipo de evaluación remitirá a la entidad acreditadora un Informe de Evaluación con opinión y recomendaciones, con copia a la Institución solicitante.

· El equipo, en una fecha convenida con la entidad solicitante, efectúa las aclaraciones a que diere lugar el Informe.   

· La entidad acreditadora procederá a emitir una decisión sobre el respectivo programa, que puede ser de aprobación, de recomendaciones o de desaprobación.

· Si el concepto no fuera favorable, la entidad solicitante pondría en marcha de común acuerdo con la institución acreditadora, una estrategia de revisión y ajuste que le permitirá al programa prepararse para una nueva evaluación en un período no inferior a dos años.  

En Colombia, donde se ha establecido un sistema nacional de acreditación para educación superior con características generales similares a las descritas, el Consejo Nacional de Acreditación ha establecido los estándares, así como los procesos y procedimientos de acreditación, que conducen a la certificación de la calidad del programa o institución, o a un informe con recomendaciones de mejoramiento. La evaluación es realizada por un equipo ad-hoc designado para cada caso por el CNA. El Ministerio de Educación Nacional expide la acreditación, válida por 4 a 6 años. 

En Argentina, por otro lado, se ha establecido también un sistema nacional de acreditación cuyas principales características son similares. Los criterios e indicadores han sido acordados federalmente en el marco del Consejo Federal de Cultura y Educación que reúne a los 23 ministros provinciales y al ministro nacional. En lugar de una entidad acreditadora existe una lista de expertos nacionales y extranjeros habilitados oficialmente para realizar la evaluación externa; ante cada solicitud de acreditación, el gobierno provincial correspondiente selecciona de la lista oficial y contrata el equipo de evaluadores, los cuales emiten un informe que el gobierno provincial remite al Ministerio de Educación Nacional, en caso de tener un dictamen favorable. El Ministerio de Educación Nacional otorga la acreditación, válida por 4 años, con la cual los títulos profesionales que se otorgan por esa institución o programa pasan a tener validez nacional.

c) La calidad y los estándares de calidad

Los estándares de calidad son criterios para la evaluación, que se refieren a un factor o aspecto de la institución o programa académico que se quiere evaluar y que se especifican a través de indicadores y medios que permiten su verificación. En los distintos países se han adoptado conjuntos o paquetes de factores y criterios similares, aunque con algunas particularidades para cada caso.

El concepto de calidad aplicado a la formación de profesionales es bastante similar en los distintos países, aunque se encuentran énfasis diversos. Una de las definiciones más completas es la adoptada por Colombia, que se sustenta en 10 criterios, de igual rango todos: universalidad, integridad, equidad, idoneidad, responsabilidad, coherencia, transparencia, pertinencia, eficacia y eficiencia. 

En la propuesta del Consejo Nacional de Acreditación de  Colombia
, se asume que la calidad -en un sentido amplio- alude a aquello que determina la naturaleza de ALGO, es decir,  aquello que hace de ALGO lo que ese ALGO es. En este primer sentido, la calidad expresa la identidad de algo como síntesis de las propiedades que lo constituyen. 

Sin embargo,  en un sentido más específico del término, la calidad de algo es la MEDIDA en que ese algo se aproxima al prototipo ideal definido históricamente como realización óptima de lo que le es propio.

En el presente caso, ese algo está referido a las instituciones y programas formadores de docentes y al hacer alusión a su calidad definida históricamente, se debe pensar en ella como un concepto dinámico y cambiante en el tiempo. Es así que lo que es definido como calidad hoy, lo es sólo para el momento y espacio en el que es propuesto.

Es por eso que el concepto de calidad no es estático sino que va cambiando según las exigencias del tiempo y del contexto: “...la calidad alude a un conjunto de características universales y particulares de algo, que se manifiestan en mayor o menor grado, en un momento dado. En su conjunto, tales características no son predicados estáticos. Por el contrario, expresan en su nivel propio el esfuerzo de una institución o programa por mejorar de manera continua y por llevar a la práctica las exigencias que dimanan de su misión y de su proyecto educativo”.

En este marco, en el sistema de acreditación colombiano se consideran estándares de calidad organizados en función de los siguientes factores:

1. Proyecto institucional

2. Estudiantes y profesores

3. Procesos académicos

4. Bienestar institucional

5. Organización, administración y gestión

6. Egresados e impacto sobre el medio

7. Recursos físicos y financieros

En esta propuesta de estándares, cada uno de los factores se descompone en “características”, las que a su vez se operacionalizan mediante “variables” cuantitativas o cualitativas, cuyo cumplimiento -o no- se aprecia a partir de “indicadores” y “fuentes de verificación”.

Por otra parte, en Chile la Comisión Nacional de Acreditación ha definido nueve criterios, cada uno de los cuales reúne un conjunto de estándares. Los criterios se definen como “expectativas que, respecto de los principales rubros de análisis, deben satisfacer las unidades responsables de la carrera, en el marco de sus propias definiciones y de la misión y de las orientaciones generales de la universidad en la cual desarrollan su labor, las que se concretan en un perfil profesional y una estructura curricular particular.” 
Los criterios considerados por la Comisión Nacional chilena son:

1. Propósitos de la carrera.

2. Integridad institucional.

3. Estructura organizacional, administrativa y financiera.

4. Perfil profesional y estructura curricular.

5. Recursos humanos.

6. Proceso de enseñanza-aprendizaje.

7. Resultados del proceso de formación.

8. Infraestructura, apoyo técnico y recursos para la enseñanza.

9. Vinculación con el medio.

En cada caso se presenta una descripción general del criterio y los estándares correspondientes, expresados en términos de lo que “debe” ser y lo que “debería” ser.

En el caso de Argentina, en el Acuerdo A-14 “Transformación gradual y progresiva de la formación docente” se fijan los criterios y parámetros para la acreditación, que se refieren a:

1. El proyecto pedagógico

2. La titulación de los profesores

3. La producción científica y académica

4. La producción pedagógica y didáctica

5. Los índices de aprobación, retención y graduación

6. Las actividades de capacitación en servicio

7. Las relaciones con otras instituciones educativas

8. Las relaciones con la comunidad

Otra experiencia interesante de acreditación se desarrolla en México, donde el Comité de Ciencias Naturales y Exactas de los Comités Interinstitucionales para la Evaluación de la Educación Superior, ha diseñado un modelo de evaluación, que está siendo utilizado por diferentes instituciones de Educación Superior de la región con el apoyo de la UDUAL
.

Este modelo, denominado Análisis Estructural Integrativo de Organizaciones Universitarias (AEIOU), encierra una concepción y los procedimientos pertinentes para atender problemas derivados de los procesos educativos de la Educación Superior y pondera la calidad, eficiencia y superación de la unidad evaluada.

La unidad se considera estructurada por tres ejes o niveles: superestructura o intencionalidad; estructura, organización e interacción; e infraestructura y condiciones de trabajo.

En el nivel de la superestructura o intencionalidad, se consideran planteamientos de cómo se concibe, cómo se identifica la institución en términos de su misión (deber ser) y visión (aspiraciones o “querer ser”), compromisos y responsabilidades.

En el nivel de estructura, organización e interacción, se analizan los aspectos categóricos y estructurales del proceso educativo: la forma cómo se organiza el proceso de enseñanza y aprendizaje, considerando a los sujetos (alumnos y profesores), la relación entre ellos (plan de estudios, líneas y proyectos de investigación); la normatividad y los resultados del proceso educativo.

En el nivel de infraestructura, recursos y condiciones de trabajo, se considera el soporte logístico, que determina la viabilidad de las diferentes operaciones y el desarrollo de la institución.

3.2 ANTECEDENTES NACIONALES

a) El sistema de acreditación para Institutos de Educación Superior

La ley de la promoción a la inversión en educación, DL 882, estableció la participación de instituciones externas al Ministerio de Educación en procesos previstos para el mejoramiento de la calidad de la educación superior privada. Mediante el DS 004-97-ED (Reglamento de Autorización de Funcionamiento de Institutos y Escuelas Superiores Particulares) se definieron los procesos a través de los cuales ciertos entes especializados, previamente autorizados, pueden participar en procesos de acreditación, verificación y supervisión de proyectos institucionales o de carrera y de Institutos de Educación Superior.

En este marco, se ha previsto el funcionamiento de Entidades Especializadas Autorizadas (EEA), que pueden ser personas de derecho público o privado, y también Comisiones del Ministerio de Educación integradas por personas naturales y especialmente constituidas para realizar las funciones enunciadas en el párrafo anterior, por delegación del Ministerio de Educación. El Ministerio, sin embargo, seguirá siendo el ente rector y el único responsable de la autorización final para el funcionamiento de nuevos centros y carreras.

De otro lado, por el mismo DS 004-97-ED se ha creado la Comisión Especial de Registro (CER), encargada de evaluar, calificar, registrar y supervisar a las EEA y Comisiones. La  CER, presidida por el Director Nacional de Educación Secundaria y Superior, tiene la responsabilidad de implementar el sistema de acreditación para los IES.

El sistema de acreditación que está siendo desarrollado desde la CER (DINESST), considera los siguientes factores para la evaluación del funcionamiento institucional y de la calidad de la formación profesional:

1. La institución y su relación con el entorno.

2. La organización.

3. El currículum y la propuesta técnico-pedagógica.

4. El personal docente.

5. Los alumnos y egresados.

6. La infraestructura y el equipamiento.

7. Los recursos educacionales y administrativos.

Se ha establecido que la aplicación a la acreditación es voluntaria, considerando que la voluntad de mejorar institucionalmente nace y es elección de cada centro. La acreditación es definida como “el reconocimiento público que efectúan las comisiones o entidades especializadas que han sido autorizadas por el Ministerio de Educación, a una institución de educación superior, sobre la calidad de sus carreras, su organización, funcionamiento, desarrollo y el cumplimiento de su misión educativa.

La acreditación puede ser institucional y de carreras. La acreditación de carreras no conduce automáticamente a una acreditación institucional, que es un proceso separado y autónomo; pero para lograr la acreditación institucional es requisito que previamente se hayan acreditado todas las carreras autorizadas a esa institución.

Un supuesto central de este sistema es que, una vez logrado el mejoramiento de los servicios educativos por la acreditación, el mercado actuará como agente regulador de la oferta de formación profesional, en función de la calidad de los centros y carreras autorizados.

En la etapa inicial de implementación del sistema de acreditación se están realizando actividades de difusión y capacitación para promover la aplicación de procedimientos de autoevaluación y de mejoramiento continuo en las instituciones.

b) La acreditación de Facultades de Medicina

El Colegio Médico del Perú, la Academia Nacional de Medicina, las Facultades de Medicina del Perú, respondiendo a la iniciativa del Ministerio de Salud, elaboraron en 1998 un proyecto de ley para la acreditación de facultades o escuelas de medicina, con el propósito de detener la proliferación de centros formadores de médicos y defender el nivel y la calidad de la formación profesional. La Ley 27154 de julio de 1999 institucionalizó la acreditación y creó la Comisión para la Acreditación de Facultades o Escuelas de Medicina Humana (CAFME). Desde su promulgación hasta diciembre de 2001 no han sido creadas más Facultades o Escuelas de Medicina en el país.

La CAFME está conformada por un representante del Ministerio de Salud, quien la preside, un representante del Ministerio de Educación, un representante de la ANR, un representante del CONAFU, un representante del Colegio Médico del Perú.

La ley ha previsto una acreditación obligatoria, a la cual deben someterse todas las escuelas y facultades de medicina existentes y por abrirse. Se prevé que el CONAFU, que es el organismo encargado de autorizar el funcionamiento inicial y definitivo de nuevas universidades (después de un período de observación de cinco años), no dará la autorización definitiva de funcionamiento en los casos en que se compruebe que las universidades no cumplen con los requisitos establecidos por la ley.

Las instituciones que no logren acreditarse no podrán aceptar nuevos alumnos. Las instituciones pueden solicitar por segunda vez la acreditación, dos años después del primer rechazo.

Los estándares mínimos para la acreditación de facultades o escuelas de medicina humana, elaborados por la CAFME y sometidos a un vasto proceso de concertación, fueron aprobados por la RS 013-2001-SA. Están organizados alrededor de diez factores:

1. Organización académica.

2. El currículo.

3. La admisión de nuevos estudiantes.

4. La plana docente.

5. La prevención de riesgos de salud asociados a las prácticas preprofesionales.

6. Las competencias adquiridas por estudiantes y graduandos.

7. Metodología para la evaluación y el seguimiento del proceso de aprendizaje.

8. Los servicios académicos complementarios.

9. La infraestructura física y el equipamiento.

Para cada factor se construyeron variables, a partir de las cuales se construyeron indicadores. En su elaboración se ha insistido en la necesidad de que sean fácilmente interpretables y provenir de una concertación entre los interesados. La CAFME asumió la tarea de capacitar a los pares académicos que realizan la evaluación externa.

c) Propuestas para la evaluación y acreditación de Facultades de Educación

La Asociación de las Facultades de Educación del Perú, en sus tres últimos congresos realizados en Huaraz (1998), Lima (1999) y Tacna (2000), ha ido diseñando un sistema de evaluación y acreditación, procurando unificar criterios que permitan a todas las Facultades de Educación del país alcanzar los más altos niveles de excelencia y calidad y desarrollar un proceso de mejoramiento continuo.

En dichos eventos se han logrado los siguientes avances significativos:

· Reflexión sobre el concepto de calidad que se asumirá.

· Decisión de asumir la autorregulación como proceso consustancial de la calidad.

· Decisión de asumir como procesos evaluativos de la Facultad o de los programas: la autoevaluación y la evaluación externa como pasos previos para la acreditación.

· Definición de estándares y criterios de calidad para la evaluación de las Facultades de Educación, los que luego deberán ser adecuados o redefinidos de acuerdo a la realidad y a las circunstancias propias de cada Facultad. 

Se han considerado los siguientes estándares:

ESTANDARES DE CALIDAD PARA LA EVALUACION Y ACREDITACION

DE LAS FACULTADES DE EDUCACION
	Componentes 
	Criterios
	Indicadores

	1. Facultad


	Planificación estratégica.
	· Planificación por objetivos.

· Planificación por proyectos

· Visión, misión, FODA.

	2. Escuelas académicas profesionales: currículo
	Estructura curricular actualizada y pertinente.
	· Coherencia interna y externa.

	3. Departamentos académicos: docentes


	Idoneidad académica.
	· Calificación profesional y académica.

· Producción intelectual

· Deontología

· Identificación institucional.

	4. Estudiantes.


	Vocación profesional 

Rendimiento académico
	· Participación (identificación)

· Promedio aprobatorio.

	5. Servicios académicos.


	Equipamiento adecuado

Servicio adecuado y oportuno
	· Internet – Red Académica

· Bibliografía pertinente y actualizada.

	6. Organización, gestión y administración.


	Organización, Gestión y administración educativa adecuadas y modernas.
	· Oportunidad

· Eficiencia

· Eficacia

· Pertinencia

	7. Medios y Materiales Educativos


	Adecuados a la Tecnología Educativa.
	· Aplicabilidad

· Funcionalidad

· Utilidad

	8. Infraestructura y mobiliario


	Modernidad.
	· Diseños funcionales

· Conservación y mantenimiento.

	9. Investigación y creación intelectual.


	Relevancia y trascendencia y oportunidad.
	· Congruencia con Proyecto Desarrollo Facultad

· Impacto Social

· Liderazgo

	10. Proyección social y extensión universitaria.


	Sustentabilidad y sostenibilidad.
	· Ejecución de convenios nacionales e internacionales

· Credibilidad

· Liderazgo.

	11. Relaciones institucionales, imagen y comunicación.
	Acreditabilidad.
	· Ubicación laboral.

· Idoneidad profesional.

	12. Graduados.
	
	


EL SISTEMA DE ACREDITACIÓN PROPUESTO

La acreditación de instituciones, carreras o programas, será la certificación oficial de capacidad y calidad que brindará el estado, con base en un proceso disciplinado de evaluación a cargo de equipos de expertos calificados e independientes, que se sustenta en el desarrollo de una cultura de evaluación y autoevaluación institucional, como factor fundamental en la provisión de una educación de calidad. La acreditación responderá a estándares nacionales, y será regulada desde el nivel central, pero funcionará como un sistema independiente, abierto y dinámico que deberá valorar la diversidad y la pertinencia en relación con las condiciones del contexto regional y local. 

4.1 Definición de conceptos básicos para la presente propuesta:

a) Acreditación: es la certificación otorgada periódicamente por un organismo calificador autorizado, a las instituciones que se encuentran en la etapa de funcionamiento autónomo
 y que han probado responder a estándares elevados de calidad. La acreditación es la culminación de todo un proceso evaluativo y de ajuste de los elementos de la calidad, validados por una verificación por evaluadores externos. Se otorga a nivel institucional y de carreras o programas; sin embargo, en una primera etapa de funcionamiento del sistema peruano se acreditarán únicamente carreras o programas, dejando para más adelante la acreditación de instituciones.
b) Pre-Acreditación: es la certificación que se otorga a las instituciones que se encuentran en la etapa fundacional o de funcionamiento asistido, que han demostrado que cumplen con las condiciones iniciales mínimas o requisitos para el funcionamiento; tiene carácter obligatorio. Se ha aplicado en otros países, en algunos casos con el nombre de “acreditación previa” o “provisional”, para la renovación de la autorización de funcionamiento a instituciones ya existentes, en la etapa inicial de procesos de intervención estatal para la regulación de la calidad de la formación profesional.

c) Evaluación de instituciones o programas: la evaluación de una institución o de un programa académico es el proceso a través del cual se recoge y se interpreta, formal y sistemáticamente, información pertinente, se producen juicios de valor a partir de esa información y se toman decisiones conducentes a mantener, proyectar, reformar o eliminar elementos de la institución o del programa, o su totalidad.

d) Auto-evaluación: es un proceso cuya planificación, organización, ejecución y supervisión está a cargo de la propia institución evaluada, con el propósito de  identificar los problemas, dificultades, aciertos y logros (fortalezas y debilidades), proponer correctivos y comprometerse en la revisión y ajuste para garantizar un proceso permanente de mejoramiento cualitativo.

e) Evaluación externa. Es un proceso en el que intervienen especialistas ajenos al programa evaluado (pares académicos), que se realiza para verificar las condiciones iniciales de funcionamiento o para validar los resultados de la auto-evaluación; la evaluación externa puede detectar problemas y dificultades, proponer alternativas de acción para mejorar, pero no se compromete con la introducción de los correctivos, que son siempre de responsabilidad interna de la institución o del programa evaluado.

f) Estándares de calidad: son niveles exigibles de cumplimiento de ciertos criterios, factores o aspectos relevantes de la institución o programa académico, que se especifican a través de indicadores y medios que permiten su verificación. Los países y las entidades acreditadoras definen sus categorías, indicadores y estándares en función del enfoque de calidad y de los fines de la evaluación, y los revisan y ajustan periódicamente.

4.2 Marco legal de la propuesta

El vigente Reglamento General de los Institutos Superiores Pedagógicos y Escuelas Superiores de Formación Docente Públicos y Privados, establece en su Título VI: “El sistema de acreditación de los ISP estará orientado a evaluar el desempeño institucional y la calidad pedagógica de las carreras ofertadas, de acuerdo a los estándares de calidad aprobados por el Sector conforme a las disposiciones legales vigentes.”

El Reglamento define la acreditación como “un proceso complejo, permanente, que toma en cuenta estándares externos, pero también, y sobre todo, obliga a desarrollar la gestión y la práctica en forma congruente con los valores, principios, misión y visión, objetivos y documentos curriculares del propio Proyecto de Desarrollo Institucional. Es un mecanismo de autorregulación y control de la fortaleza y la coherencia institucional.”

Finalmente, el Reglamento señala que: “La acreditación debe ser exigencia para el funcionamiento de los ISP. Al normarla, se tendrá que establecer un plazo prudencial –unos tres años- para que todos los ISP, Públicos y Privados, logres su acreditación por instituciones independientes y confiables. La acreditación de los docentes de estos ISP será igualmente normada más adelante.”

El desarrollo del sistema de acreditación de la formación de profesionales de la educación que requiere el país, exige la aprobación de nuevas normas que alcancen a todas las instituciones formadoras de educadores, incluyendo las Facultades de Educación, en las que se establezcan los criterios y las reglas para la institucionalización del sistema y para la realización de los procesos de acreditación. La Ley 27154 de julio de 1999, que institucionalizó la acreditación de facultades y escuelas de medicina y creó la Comisión para la Acreditación de Facultades o Escuelas de Medicina Humana (CAFME) y el Reglamento respectivo, aprobado por Decreto Supremo N° 005-2000-SA, es un buen ejemplo a seguir.

4.3 Propuesta de organización del sistema de acreditación:

El desarrollo de un sistema de acreditación de instituciones y programas formadores de profesionales de la educación involucra en primer lugar a las propias instituciones formadoras, como protagonistas principales del sistema y de sus procesos. Pero requiere también del establecimiento de una institucionalidad específica, que incluye la entidad que se encargará de gestionar el sistema y los procesos comprendidos en su realización. La institucionalidad estará dada principalmente por la Comisión para la Acreditación de la Formación de Profesionales de la Educación (CAFPE), la que a su vez contará con una Secretaría Técnica y podrá conformar equipos de trabajo o comités temporales. La Comisión administrará, además, un Registro Nacional de Evaluadores, en el que estarán inscritos expertos peruanos y extranjeros, reconocidos y autorizados por la Comisión para participar en los equipos de evaluación que se constituyan para los procesos de acreditación.

a) La Comisión para la Acreditación de la Formación de Profesionales de la Educación (CAFPE): tendrá una condición institucional de autonomía que le permitirá actuar con independencia y ser garante de objetividad y transparencia en la ejecución de los procesos de acreditación. Será presidida por un representante personal del Ministro de Educación y estará integrada por un representante de la ANR (CONAFU) y por tres académicos de reconocida trayectoria, designados por el Ministro de Educación a partir de las propuestas que presenten las instituciones formadoras; la membresía de estos últimos en la Comisión será a título estrictamente personal, en su calidad de personalidades o especialistas reconocidos en diversos campos; en ningún caso participarán en la condición de representantes de las instituciones.

Algunos de los miembros de la CAFPE deberán provenir de ámbitos profesionales o institucionales distintos al de la Educación, a fin de contar con miradas externas al sector y evitar prácticas clientelísticas y corporativas; serán prominentes figuras del mundo de la cultura o de la ciencia, o de indiscutida actuación en cualquier campo pertinente de la sociedad civil, que no estén vinculados directa ni indirectamente al campo de la educación superior.

La CAFPE estará adscrita al despacho del Ministro de Educación, hasta que se constituya un organismo autónomo acreditador para toda la educación superior peruana (Consejo Nacional de Acreditación), que integrará las entidades que hoy existen para distintos ámbitos y especialidades (Medicina, Educación Técnica, etc.) y se encargará de desarrollar el sistema para las demás profesiones y especialidades.

Las atribuciones de la CAFPE serán:

· la aprobación de los lineamientos técnicos y políticos para la acreditación;

· la elaboración y modificación de las condiciones iniciales y de los estándares de calidad que regirán los procesos de evaluación y acreditación, que deberán ser aprobados por Resolución Ministerial;

· la aprobación de los documentos orientadores, normativos e instrumentales para los procesos y procedimientos de la acreditación;

· la aprobación de criterios para la inscripción y nominación de evaluadores;

· la designación de evaluadores para cada proceso de acreditación.

· la aprobación de los planes de trabajo e informes de la Secretaría Técnica y la aprobación de los informes de las comisiones especiales;

· la aprobación de los equipos de evaluadores externos constituidos para la evaluación de instituciones y programas;

· la aprobación del otorgamiento de la pre-acreditación y de la acreditación a los programas e instituciones evaluados;

· la aprobación de su propia estructura y de sus reglamentos.

La CAFPE será la instancia evaluadora final, que aprobará o rechazará el otorgamiento de la acreditación solicitada, en base a los documentos e informes proporcionados por la institución solicitante (auto-evaluación) y por el equipo de evaluación externa correspondiente. En caso de ser aprobada por la CAFPE, la acreditación será oficializada mediante una Resolución Ministerial y el otorgamiento de una certificación del Ministerio de Educación.

En el caso de instituciones o programa nuevos, a cargo de universidades con autorización provisional, el dictamen de la CAFPE determinará que el CONAFU no autorice su apertura y funcionamiento; lo mismo aplicará la DINFOCAD para el caso de ISP nuevos o de nuevos programas propuestos por ISP autorizados. Tratándose de programas previamente autorizados o creados, la ley establecerá que éstos deberán suspender la admisión de nuevos alumnos por un mínimo de un año y hasta que logren el dictamen favorable de la CAFPE.

b) La Secretaría Técnica de la CAFPE: es una unidad operativa técnica dependiente de la CAFPE, encargada de la ejecución y coordinación de las actividades de diseño, implementación y ejecución de las actividades implicadas en las funciones de la CAFPE y las que se deriven de los acuerdos que ésta adopte. Tendrá a su cargo el seguimiento y apoyo a las consultorías y equipos que se contraten para las diversas tareas, la administración del Registro Nacional de Evaluadores Externos y de los archivos correspondientes a todas las instituciones y programas formadores de educadores y a los procesos de evaluación y acreditación, la elaboración de propuestas normativas, guías y manuales para orientar los procesos a cargo de las instituciones y de los evaluadores, y todas las demás que le asigne la CAFPE.

Una tarea principal de la Secretaría Ejecutiva será asegurar que los equipos de evaluación externa que se constituyan para cada proceso, apliquen de un modo homogéneo los criterios de calidad contenidos en los estándares aprobados, y auditar la calidad de la tarea que realizan estos equipos. Para ello deberá programar acciones de capacitación y otras pertinentes.

c) El Registro Nacional de Evaluadores: se trata de un listado de especialistas en diversos campos de la educación y otros, que estarán habilitados para formar parte de los equipos evaluadores. Se integrarán a esta lista presentados por las instituciones formadoras, por otras instituciones académicas, o por iniciativa propia. Serán académicos con reconocida trayectoria y producción científica, con postgrado, conocedores a profundidad de la temática de la formación de educadores o de un campo disciplinar relevante, o ambas cosas; de preferencia, deberán tener experiencia en la evaluación de proyectos institucionales. La CAFPE hará evaluar sus hojas de vida y calificaciones por ternas de académicos muy reconocidos de campos de especialidad pertinentes, cuyo dictamen determina su aceptación o rechazo.

d) Los equipos de evaluación externa: serán equipos de un mínimo de tres y un máximo de cinco miembros
, seleccionados por la CAFPE de entre los expertos inscritos en el Registro Nacional de Evaluadores Externos, contratados para realizar la evaluación de programas e instituciones y recomendar a la CAFPE un dictamen favorable o desfavorable a la acreditación. Establecerán el grado de cumplimiento de los estándares de calidad y deberán entregar un informe de evaluación que incluirá observaciones y recomendaciones específicas de mejoramiento, en el caso de concluir con un dictamen desfavorable.

4.4 Propuesta de procesos y procedimientos de la acreditación:

a) La pre-acreditación: definida como una certificación de condiciones iniciales o requisitos para el funcionamiento, el procedimiento comenzará con la realización de un autodiagnóstico de la institución con respecto al cumplimiento de las condiciones que aprobará la CAFPE, que se definirán en base a los que ahora están vigentes como requisitos para autorizar el funcionamiento de los ISP (por DINFOCAD) y los IES (DINESST), y los que se exigen para la creación de universidades (CONAFU), sumados al cumplimento en un nivel mínimo aceptable de algunos de los nuevos estándares de calidad. A continuación se darán los siguientes pasos:

· El informe de autodiagnóstico y los documentos que corresponda serán presentados por la institución junto con la solicitud de acreditación, a la CAFPE;

· La CAFPE designará un evaluador externo que calificará los documentos y hará una visita de verificación.

· El informe del evaluador externo tendrá como conclusión una propuesta de dictamen y recomendaciones para la institución evaluada.

· La CAFPE solicitará opinión a la DINFOCAD, la ANR y las autoridades locales y regionales, con respecto a la viabilidad y sostenibilidad de la institución solicitante.

· La CAFPE aprobará o no la acreditación, tomando en cuenta todos los informes sobre el caso, comunicándolo a la institución. La decisión de la CAFPE no necesariamente será coincidente con la opinión del evaluador externo.

· En el caso de otorgarse la pre-acreditación, se emitirá una Resolución Ministerial que certifique que la institución ha sido evaluada con resultado favorable y que está autorizada para recibir alumnos nuevos.

· En caso de ser rechazada la solicitud de pre-acreditación, la institución no podrá recibir alumnos nuevos durante al menos un año; podrá presentar nuevamente una solicitud de pre-acreditación después de haber transcurrido al menos 12 meses desde la resolución denegatoria de la CAFPE. 

Las instituciones tendrán un plazo de un año calendario para presentar a la CAFPE sus solicitudes para la pre-acreditación; vencido ese plazo, la CAFPE procederá de oficio a la evaluación externa de las condiciones iniciales en las instituciones que no se hubieran presentado, dando lugar a resoluciones de aprobación o desaprobación, en base a las conclusiones y recomendaciones de los evaluadores.

b) Acreditación: el procedimiento para la acreditación se aplicará sólo para las instituciones que hayan recibido previamente la pre-acreditación. El proceso se inicia con la solicitud presentada por la institución interesada, para recibir las orientaciones y el apoyo que le permita realizar una autoevaluación, teniendo como referencia a los estándares de calidad vigentes. A continuación se darán los pasos siguientes:

· La CAFPE facilitará a la institución los documentos normativos y de orientación metodológica para la realización del proceso de auto-evaluación, y absolverá las consultas que se le presenten, a través de la Secretaría Técnica.

· La institución conducirá en forma independiente el proceso de auto-evaluación del (o los) programa(s) o carrera(s) que pretende que sean acreditados. Los resultados de la evaluación le permitirán realizar ajustes y mejoras para el cumplimiento de los estándares.

· Si la institución considera que está lista para la evaluación externa de su(s) programa(s) o carrera(s), remitirá a la CAFPE los informes de la auto-evaluación, junto con la solicitud respectiva y los documentos institucionales y del programa o carrera que deban acompañarse.

· Recibida la solicitud, la Secretaría Técnica verificará que esté completa y que corresponda a las exigencias normativas y técnicas establecidas para la acreditación; en tal caso, la CAFPE designará un equipo de evaluación externa, integrado por tres a cinco (dependerá de la complejidad, el número de programas, etc.) expertos seleccionados entre los inscritos en el Registro Nacional de Evaluadores.

· El equipo de evaluadores externos revisará la documentación presentada y comprobará si ésta cumple con los requisitos establecidos y reflejan un nivel de condiciones y funcionamiento compatibles con los estándares. De no ser así, a través de la Secretaría Técnica se comunicará a la institución las observaciones y requerimientos que deberá atender antes de insistir con su solicitud.

· En caso de considerar satisfactorios los documentos, el equipo técnico realizará una visita de evaluación, con una duración de tres o cuatro días, en la que aplicará los instrumentos de evaluación previstos (observación, entrevistas, cuestionarios, etc.).

· El equipo de evaluación entregará a la CAFPE un informe pormenorizado de la evaluación realizada, que deberá contener como conclusión su dictamen sobre si procede o no la acreditación, además de recomendaciones para la institución evaluada.

· En base al informe del equipo técnico y los documentos de la autoevaluación de la propia institución, la CAFPE resolverá aprobando o rechazando el otorgamiento de la acreditación. Su decisión no necesariamente tendrá que coincidir con el dictamen del equipo evaluador.

· Cuando la decisión de la CAFPE sea aprobatoria, se emitirá una Resolución Ministerial de otorgamiento de la acreditación, que certificará el cumplimiento de los estándares de calidad y la condición del programa o carrera como “miembro pleno” de la Red de Instituciones y Programas Acreditados de Formación de Educadores.

· En caso de ser desaprobatoria la decisión final, se comunicará a la institución respectiva acompañando las causales de la decisión y las recomendaciones para el mejoramiento. Hasta que haya pasado al menos un plazo de doce meses desde la fecha de esta decisión, la institución no podrá presentar una nueva solicitud de acreditación del mismo programa o carrera.
4.5 Propuesta de modelo de calidad educativa
El prototipo ideal asumido como imagen objetivo para la elaboración de los estándares de calidad en la presente propuesta, se sintetiza en el gráfico de la página siguiente:

Las características del modelo se definen a continuación:

Movida por una misión compartida: constituye una característica de base para la construcción de una institución formativa de calidad. Como se sabe, la visión es la construcción mental de la institución (fines, estructura y procesos que le dan forma) y la misión es una explicitación de la visión.

Una institución estará movida por una visión compartida, en la medida en que sus miembros se identifiquen con ella y asuman un compromiso en la conducción de la misma en la mira de su visión.

Implementada con condiciones materiales y recursos idóneos para su funcionamiento: también como un soporte de base, pero en un nivel de menor peso, es necesario que la institución cuente con las condiciones y recursos que favorezcan la prestación de un servicio educativo de calidad. En este sentido, no sólo cuenta que la institución esté adecuadamente dotada, sino que desarrolle una gestión creativa conducente a la obtención de las condiciones y recursos que requiere, lo que es más importante.

Integrada a la realidad educativa y social: columna de soporte, esta característica supone el concebir una institución vinculada estrechamente a la problemática educativa y social; una institución con una red de centros educativos que permiten una inserción temprana de la práctica docente en los procesos formativos.
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Orientada a lograr el mejor desempeño profesional del docente: una institución que desarrolla procesos interactivos de aprendizaje; que incorpora la investigación educativa como eje de la formación docente; que integra la investigación y la práctica en miras a lograr un docente reflexivo, creativo e innovador de su propia práctica. Cuyos estudiantes tienen acceso a una formación cultural amplia e interdisciplinaria.

Organizada para aprender y para mejorar continuamente: igualmente como una columna de soporte de calidad institucional aparece esta característica que hace referencia a la institución como una comunidad organizada para aprender y para mejorar, en donde exista una permanente preocupación por el desarrollo personal y profesional de sus miembros. Una institución en permanente búsqueda y experimentación, movida por una cu1tura de la evaluación y en donde se vive un clima institucional que favorece el crecimiento de sus miembros.

Comprometida con el mejoramiento de la calidad de la educación:  todo este engranaje de rasgos característicos definen a una institución que apunta a mejorar los procesos educativos, no sólo al interior de ella misma, sino en proyección global al mejoramiento de la educación en general.

4.6 Propuesta de estándares para la acreditación

El nervio vital del proceso de acreditación es el conjunto de criterios o estándares que se establezcan para evaluar los programas de formación. Deben ser el resultado de un amplio consenso con respecto a las condiciones y las características de calidad que deben cumplirse para la formación de profesionales de la educación. Además, considerando la rápida evolución social, científica y tecnológica, y el acelerado desarrollo de la propia pedagogía, los estándares deben estar siempre sometidos a evaluación y periódicamente tendrán que ser ratificados o modificados.

Los estándares, como ya se ha dicho, son “niveles regulables y exigibles de cumplimiento de ciertos criterios, factores o aspectos relevantes de una institución o de un programa académico, que se especifican a través de indicadores y medios que permiten su verificación”. Los distintos países y entidades acreditadoras los definen de maneras diversas, casi siempre en base a un enfoque de la calidad y a consideraciones con respecto a los fines y el contexto de la evaluación.

En este caso y como parte del sistema de acreditación para la formación de profesionales de la educación en el Perú, se ha elaborado una propuesta de estándares para evaluar programas o carreras; sin embargo, no dejan de lado los aspectos institucionales que inciden de manera significativa en la realización del programa. En todo caso, la acreditación con tales estándares no se va a referir a la institución en su naturaleza formal, sino a la institucionalidad, entendida como expresión de la organización social de lo educativo.

De acuerdo con la experiencia internacional, es importante que los estándares expresen expectativas altas, exigentes, claras y precisas. Las expectativas tienen un efecto demostrado sobre los procesos individuales y sociales; estos tienden a ajustarse a lo esperado (“profecía autocumplida”), de modo que las expectativas pobres se asocian con resultados mediocres, en tanto que las expectativas exigentes se asocian con calidad y eficacia.

Los estándares son la expresión de un prototipo ideal, de una visión compartida de lo deseable. En el caso de la formación de profesionales, los estándares deben ser únicos para todo el país, puesto que los títulos se otorgan “a nombre de la nación” y tienen validez en todo el territorio peruano. Sin embargo, la formulación y aplicación de indicadores e instrumentos para la evaluación de la calidad necesariamente implica el reconocimiento y la valoración de las condiciones sociales y culturales de cada contexto particular, puesto que la calidad por definición exige pertinencia social, institucional y psicopedagógica.

La propuesta que se presenta a la discusión en este documento podrá servir de partida para un proceso de consulta a las instituciones interesadas y a expertos, que deberá ser promovido y conducido por la CAFPE; la consulta permitirá llegar a un documento de referencia validado y reconocido por todos, que se oficializará mediante una norma del más alto nivel (Decreto Supremo o Resolución Ministerial).

Los estándares de calidad propuestos se han agrupado en ocho categorías de análisis, cada una de las cuales es descrita por un conjunto de características que expresan el rasgo de calidad deseado; éstas, a su vez, se desagregan en indicadores, que pueden ser cuantitativos o cualitativos. Se define para cada indicador un valor deseable o grado de cumplimiento, que puede ser regulado o calibrado, y se identifican las fuentes o medios a través de los cuales se verificará ese cumplimiento. En el cuadro siguiente se resumen los elementos que componen el modelo de estándares propuesto:

	Categorías
	Características
	Indicadores
	Valor deseable
	Fuente de Verificación

	Unidad de análisis o unidad de observación de rasgos de calidad
	Rasgo que define la calidad
	Referente empírico del rasgo de calidad
	Índice de medición
	Medio de Verificación


La propuesta de estándares contempla ocho categorías de análisis, que representan los aspectos más significativos que, en una institución formadora de docentes, permiten evaluar la calidad de los programas o carreras que ésta ofrece; las ocho categorías seleccionadas se enumeran a continuación:

Categoría 1: Proyecto Institucional

Categoría 2: Organización, administración y gestión.

Categoría 3: Perfil profesional y estructura curricular.

Categoría 4: Procesos de enseñanza y aprendizaje.

Categoría 5: Docentes y estudiantes.

Categoría 6: Infraestructura y recursos educativos.

Categoría 7: Interacción con el medio.

Categoría 8: Egresados.

En el Anexo N° 1 se presentan los estándares propuestos, desarrollados para cada una de las categorías mencionadas. Según los términos del modelo descrito más arriba, para cada categoría se definen características y se establecen indicadores, el valor deseable en cada caso y las fuente de verificación correspondientes.

4 PROPUESTA DE ESTRATEGIA PARA PONER EN MARCHA LA ACREDITACIÓN DE LA FORMACIÓN DE PROFESIONALES DE LA EDUCACIÓN

5.1 EL CONTEXTO DE LA ESTRATEGIA

La situación de la formación de docentes, tal como se refleja en diversos diagnósticos, estudios y documentos recientes, se puede resumir en los siguientes rasgos principales, que deben ser tomados en cuenta para la definición de una estrategia de cambio, adecuada y efectiva:

· Severas distorsiones y deficiencias en la formación de profesores: en general, exceso de oferta y déficit de calidad.

· La profesión docente se encuentra profundamente desvalorizada, tanto en la apreciación de los propios educadores y especialistas como en la imagen que tiene de ella la sociedad.

· La situación y los retos del país demandan calidad y equidad educativa, que a su vez plantean el imperativo de cambiar los roles de los educadores y mejorar el desempeño docente.

· Existen un conjunto de experiencias valiosas, aunque insuficientes, entre las cuales destaca por sus avances el programa piloto de formación docente conducido por el Ministerio de Educación desde 1997.

· Las Facultades de Educación, agrupadas en su Asociación y con el auspicio de la ANR, han estado en los últimos años desarrollando iniciativas tendientes al establecimiento de un sistema de acreditación.

· Existe en la sociedad un creciente consenso acerca de la prioridad que debe otorgarse a la educación, y dentro de ella a las políticas para la renovación, revalorización y defensa de la profesión docente. Un ejemplo destacado de ese consenso se expresa en los documentos de la consulta nacional de educación realizada en el primer semestre de 2001.

· La Dirección Nacional de Formación y Capacitación Docente (DINFOCAD) está impulsando la puesta en marcha de un programa integral de revalorización de la carrera magisterial, que incluye el desarrollo de un sistema de formación continua de profesionales de la educación, racionalizado y de calidad. En este marco se ha considerado también el establecimiento de la acreditación como mecanismo de regulación de la calidad de instituciones y programas formadoras de profesores.

· Existe un fuerte movimiento nacional e internacional por la calidad y la pertinencia de la educación superior, que asume la acreditación como mecanismo de regulación.

· Se constata una marcada heterogeneidad en las condiciones y la calidad de las instituciones y programa formadores de docentes en el Perú. Las diferencias tienen que ver con las normas legales que las rigen, el tipo de gestión, el grado de desarrollo institucional, los docentes formadores, la infraestructura y los recursos disponibles, etc.

· La “cultura de la evaluación” es aún muy débil en las instituciones formadoras de profesionales de la educación, que no han incorporado rutinas de autorregulación y de mejoramiento continuo de sus programas y de su propio funcionamiento institucional.

· El gobierno ha anunciado que en el corto plazo se procederá a descentralizar la gestión del estado, en todos los sectores incluyendo el de la educación. Se espera que en este marco los centros educativos –entre ellos los institutos superiores pedagógicos- accederán a niveles crecientes de autonomía institucional y pedagógica.

· Algunos institutos superiores pedagógicos cumplen un importante rol social en sus localidades, como únicos proveedores de educación postsecundaria para los jóvenes del lugar, aunque su oferta no corresponda a los intereses personales ni a las necesidades locales. Existe por tanto la necesidad de reconvertirlos, para responder a las necesidades educativas locales con una oferta más pertinente y diversificada.

5.2 VISIÓN

El establecimiento del sistema de acreditación deberá conducir en el mediano plazo al desarrollo de una red nacional de instituciones y programas formadores de profesionales de la educación que habrán sido acreditados, por haber demostrado un alto nivel de calidad. En el futuro se dotaría a esta red de una institucionalidad propia, que consolide la autonomía académica de las instituciones y facilite procesos de coordinación, intercambio y evaluación entre pares. Cuando esto sea logrado, la acreditación será un mecanismo de autorregulación de la propia red de instituciones y programas formadores de docentes, que a su vez formará parte integrante del sistema de la educación superior.

5.3 OBJETIVOS OPERATIVOS

Los objetivos operativos específicos a los que apuntará la estrategia para la puesta en marcha del sistema de acreditación, son los siguientes:

a) Crear y legitimar las instituciones específicas del sistema de acreditación.

b) Generar una visión compartida de la calidad en la formación de educadores, expresada en la forma de una “imagen objetivo” a ser alcanzada en el mediano plazo.

c) Construir colectivamente -con amplia participación de los formadores de docentes- un documento de estándares nacionales de calidad para los programas y carreras formadores de profesionales de la educación.

d) Desarrollar la demanda por un sistema de acreditación de la formación docente, en el ámbito de las instituciones formadoras y en la sociedad.

e) Desarrollar la cultura de la autorregulación en las instituciones formadoras de profesionales de la educación.

f) Desarrollar la base legal y normativa necesaria para instalar el sistema de acreditación.

g) Poner en marcha los procesos conducentes a la acreditación.

5.4 CARACTERÍSTICAS ESENCIALES DE LA ESTRATEGIA

El proceso para lograr los objetivos enunciados necesariamente deberá ser gradual y ganar, desde el inicio, la aceptación y el consenso que se requiere para garantizar su sostenibilidad. De allí la importancia de consultar ampliamente a los actores institucionales involucrados, como también de trazar un camino claro, con etapas sucesivas y niveles de exigencia progresivos. Debe estar claro desde el primer momento que se trata de un camino a recorrer en el mediano plazo y no de acciones o decisiones inmediatas adoptadas por la autoridad.

La estrategia que se defina debe ayudar a generar un proceso participativo, sensibilizador y movilizador, que involucre a las instituciones (Facultades de Educación e Institutos Superiores Pedagógicos) y sus miembros, que construya consensos amplios acerca de la calidad en la formación docente, sobre la regulación de la calidad y sobre los estándares de calidad a ser aplicados como referentes en la evaluación y la acreditación. La estrategia a adoptar tiene que ser congruente con los lineamientos de la descentralización democrática del país y con la necesaria autonomía de las instituciones educativas, por lo que de ninguna manera puede realizarse como un proceso vertical surgido de una decisión autoritaria.

Debe hacerse explícito en todo momento que la estrategia –para ser viable- implicará una inversión importante del estado, a través del Ministerio de Educación, para respaldar los esfuerzos institucionales de mejoramiento de la calidad. Al mismo tiempo, sin embargo, se tendrá que asumir y comunicar con total claridad que esta inversión será selectiva, que no podrá alcanzar a todas las instituciones existentes. Es indispensable que el Ministerio defina los criterios de selección, que deberán ser objetivos y estar asociados a una política de equidad (discriminación positiva), de pertinencia, de viabilidad y de sostenibilidad de la inversión y de los cambios. 

Al mismo tiempo, se tiene que asignar un fondo para la reconversión de algunos ISP, que permita establecer alianzas con sectores institucionales y sociales interesados en el cambio de la oferta de formación postsecundaria, en función de los planes locales de desarrollo y de los intereses actuales de los jóvenes. Es fundamental para el éxito de la estrategia prevenir y evitar el surgimiento de movimientos sociales de resistencia ante la desactivación de los programas de formación de profesores que no sean viables, para lo cual es indispensable generar alternativas convenientes y valiosas para la comunidad local.

Además de la participación activa, la consulta y las campañas de opinión pública favorables a la acreditación, ésta deberá asociarse con claros beneficios para las instituciones educativas y para sus integrantes, de modo de generar una importante corriente de opinión social y educativa de respaldo y de expectativa, que se exprese como demanda de calidad educativa y como apoyo a los esfuerzos por conseguirla. Los directivos, docentes, estudiantes, padres de familia y comunidades de las instituciones pueden ser la principal base social de apoyo para la estrategia de acreditación si se consiga que reconozcan su propio interés en esta reforma.

La mayor autonomía de los centros educativos públicos y la creciente responsabilidad por sus resultados, será una fuente importante de exigencia y presión para el mejoramiento de la formación de los profesores; los centros educativos necesitan los mejores profesores para lograr sus metas y cumplir sus planes, por lo que demandarán calidad en la formación continua de sus propios docentes, lo mismo que en la formación inicial de los nuevos profesores. El estrechamiento de la relación entre los centros educativos y las instituciones formadoras de profesores contribuirá al propósito del mejoramiento de la calidad y de la acreditación; las propias escuelas tendrán que reforzar su papel como espacios de formación y de reflexión crítica sobre la acción educativa.

Algo parecido a lo anterior puede suceder con las nuevas autoridades regionales y locales que surjan del proceso nacional de descentralización. En cada región se tendrá que conquistar el apoyo de las autoridades, de la sociedad civil, de los empresarios y de todos los sectores que se comprometan con un proyecto integral de desarrollo regional, en la medida que el éxito de éste dependerá del  mejoramiento de la calidad de la educación.

Al mismo tiempo, se requiere de un respaldo académico y político del más alto nivel –tanto nacional como regional- para asegurar el éxito de esta estrategia, en especial por su necesaria continuidad a lo largo de un período de varios años. En este sentido, es muy importante establecer una alianza firme con las universidades más comprometidas con la calidad, con la propia ANR y la Asociación de Facultades de Educación, con organismos como Foro Educativo y ONGs destacadas del mundo educativo en cada región.  En caso de constituirse un Consejo Nacional de Educación, éste tendría que respaldar y destacar la importancia de esta propuesta, como parte del proyecto de revalorización del magisterio y de mejoramiento de la educación peruana. La Comisión de Educación del Congreso tendrá un papel de la mayor importancia en la discusión y aprobación de nuevas leyes para la educación superior en general y normas específicas que permitan implementar la propuesta de acreditación de la formación de profesores.

Por último, es recomendable establecer un compromiso formal con una o más instituciones internacionales relacionadas con la educación superior y la formación de profesores (como UNESCO, CINDA, UDUAL, OEI, Convenio Andrés Bello, u otras), en torno al cumplimiento de un plan que señale metas y plazos, emprendimientos e inversiones, a cambio de apoyo técnico, investigación, capacitación y supervisión del proceso y de los resultados. La visión y la presión externa sin duda contribuirán a darle continuidad política al proyecto.

5.5 MOMENTOS DEL PROCESO

La estrategia de puesta en marcha de la acreditación debería considerar dos grandes momentos o etapas: en el corto plazo, el cumplimiento de condiciones iniciales y de un nivel mínimo aceptable de calidad, como requisitos para el ingreso –en un plazo de un año- a un nuevo sistema nacional de instituciones o programas pre-acreditados; en el mediano plazo, el desarrollo de instituciones autónomas y programas acreditados con base en estándares de calidad análogos a los establecidos a nivel internacional. 

En ambos casos, tanto en la primera etapa como en la segunda, los criterios de evaluación, la institucionalidad del sistema, los procesos y los procedimientos de evaluación necesitarán alcanzar un nivel óptimo de aceptación y de confiabilidad para todos los actores involucrados.

a) Primera Etapa:

Comisión para la Acreditación de la Formación de Profesionales de la Educación.- El primer paso para poner en marcha la acreditación en el Perú sería su institucionalización, con la creación legal y orgánica de la Comisión para la Acreditación de la Formación de Profesionales de la Educación (CAFPE), como un organismo autónomo adscrito al despacho del Ministro de Educación. Como se ha descrito en la propuesta, la CAFPE será una comisión permanente, integrada por expertos con un alto nivel de calificación académica y profesional, reconocidos por su independencia, su capacidad y su identificación con el desarrollo de la educación nacional. La comisión contará con una Secretaría Técnica y podrá constituir equipos temporales para realizar estudios, producir documentos, elaborar y validar instrumentos, capacitar evaluadores externos, realizar campañas de opinión pública, capacitar, etc. Para todo ello deberá contar con una asignación presupuestal en el pliego del Ministerio de Educación. La Comisión será la autoridad máxima para los procesos de acreditación, que en sus aspectos operativos y administrativos estarán a cargo de la Secretaría Técnica.

Consulta para construir consenso sobre acreditación y estándares.- Una vez constituida la Comisión de Acreditación, ésta deberá conducir la tarea de consulta y amplia participación de instituciones y especialistas para revisar, afinar y aprobar los documentos orientadores, normativos e instrumentales necesarios para poner en marcha el sistema de acreditación. 

Una tarea muy importante y previa a la puesta en marcha del sistema, es la realización de un amplio e intenso proceso de debate y de consulta con los actores de la formación de profesores, especialistas y otros interesados, con la finalidad de construir un consenso acerca de la acreditación como mecanismo para generar procesos de mejoramiento continuo al interior de las propias instituciones formadoras; las condiciones iniciales mínimas y los estándares nacionales de calidad deben ser igualmente el resultado de las consultas y el debate.

En esta tarea habrá que dar especial prioridad a las iniciativas que refuercen la participación de las universidades en el diseño y la puesta en marcha del sistema de acreditación. La CAFPE, en conjunto con la ANR, tendrá que convocar de un modo directo y diferenciado a las Facultades de Educación del país, para conseguir que se involucren activamente en el proceso de consulta y en el proceso mismo de acreditación. Si no se actuara con la suficiente prudencia y sentido de oportunidad, la defensa de la autonomía y la tradicional independencia de las universidades frente al Ministerio de Educación, podría dar lugar a resistencias y desconfianzas muy inconvenientes para el desarrollo de este proyecto.

Registro Nacional de Evaluadores.- Al mismo tiempo, la CAFPE realizará una amplia convocatoria para la conformación del Registro Nacional de Evaluadores, que será un listado de especialistas de diversos campos de la educación y otros, que estarán habilitados para formar parte de las comisiones evaluadoras. Se integrarán a esta lista profesionales presentados por instituciones y autoridades nacionales y regionales, que serán evaluados por ternas de académicos muy reconocidos de su especialidad, cuyo dictamen determinará su aceptación o rechazo. 

Campaña de opinión pública a favor de la acreditación.- La Comisión de Acreditación deberá impulsar también una campaña de opinión pública con respecto a la importancia de la formación docente y la necesidad de mejorar la calidad de la misma, como requisito para construir la educación que el país demanda. La comunidad nacional debe estar sensibilizada con respecto al tema y preparada para apoyar los esfuerzos y los cambios que deban realizarse para lograr este propósito.

Programas de acción complementarios.- Un factor crítico para el éxito de la estrategia de instalación del sistema de acreditación, es el desarrollo efectivo por parte del Ministerio de Educación de los siguientes programas de acción complementarios:

· Un proyecto de importante inversión pública en el mejoramiento de la formación docente, a ser desarrollado en los siguientes cuatro o cinco años, dirigido a las instituciones que avancen en el proceso de auto-evaluación y acreditación.

· Un fondo concursable o algún otro mecanismo de estímulo y apoyo financiero para los procesos de reconversión de algunas ISP hacia otras opciones de educación laboral o postsecundaria, en los casos en que no sea viable su continuidad en el campo de la formación docente.

Desarrollo de normas específicas y capacitación.- Como parte de la preparación para la puesta en marcha del sistema de acreditación, la Comisión desarrollará las normas específicas, orientaciones y procedimientos, guías, estrategias y e instrumentos de evaluación requeridos. Este desarrollo implicará la realización de experiencias piloto de validación, en instituciones seleccionadas. La Comisión emprenderá también una acción sostenida de capacitación a los futuros evaluadores externos, mediante materiales educativos, cursos y talleres.

Proceso de pre-acreditación.- En esta primera etapa de la estrategia las instituciones y programas existentes pasarán por una PRE-ACREDITACIÓN, para la cual tendrán un plazo de un año, contado desde la publicación oficial de los criterios de la evaluación; ésta consistiría en una verificación del cumplimiento de requisitos o condiciones iniciales y características de calidad consideradas mínimas para llevar a cabo programas de formación de profesionales de la educación. El proceso para la pre-acreditación comprenderá:

· Un autodiagnóstico del cumplimiento de los requisitos o las condiciones iniciales mínimas;

· un informe del autodiagnóstico, acompañado de proyectos y planes de desarrollo realizables, sustentados en un estudio de necesidades y demanda de formación docente en la zona;

· un plan de mediano plazo que incluya el compromiso de elaboración de un currículo propio y la capacitación de los docentes formadores;

· un plan para el mejoramiento de su infraestructura;

· alianzas con centros educativos de la zona;

· el respaldo sustentado de las autoridades regionales y locales;

· la verificación in-situ del cumplimiento de las condiciones iniciales mínimas y de la viabilidad de los planes, por un evaluador externo registrado, designado por la Comisión de Acreditación;

· en el caso de los ISP, la opinión de la DINFOCAD acerca de antecedentes y viabilidad de los planes y proyectos presentados.

El cumplimiento satisfactorio de los pasos indicados incluyendo el respaldo de las autoridades regionales y locales, sumado a la aprobación de DINFOCAD (para el caso de los ISP) y al dictamen favorable del evaluador externo, conducirá al otorgamiento de la pre-acreditación (“certificación de condiciones iniciales mínimas”), a cargo de la CAFPE.

Los costos de la pre-acreditación serán pagados con sus propios recursos por las Facultades de Educación y por los institutos privados. En el caso de los institutos públicos, el costo será cubierto con recursos propios o por el gobierno local o regional que decida respaldar su funcionamiento.

Vigencia y beneficios de la pre-acreditación.- La “certificación de condiciones iniciales” o “pre-acreditación” se otorgará por un período máximo de tres años. Las instituciones pre-acreditadas podrán seguir recibiendo alumnos nuevos, en tanto que las no aprobadas deberán suspender sus convocatorias hasta que logren cumplir con este requisito previo
, pudiendo presentarse en una segunda y última oportunidad al proceso de verificación de condiciones iniciales un año después de la primera.

Las instituciones pre-acreditadas podrán participar en proyectos del Ministerio de Educación (Huascarán, programas de capacitación), como beneficiarios o como ejecutores; también tendrán acceso a fondos concursables para el desarrollo de innovaciones y mejoramiento, además de acceso a programas especiales de desarrollo académico y profesional para sus docentes (becas, pasantías, cursos).

Desde el punto de vista institucional, los ISP pre-acreditados accederán a una condición de mayor autonomía que la actual, que les permitirá desarrollar sus propios proyectos y planes, definir una política curricular propia, metas institucionales, el diseño organizativo, etc. Contarán con independencia para seleccionar y gestionar su personal y para administrar sus recursos.

Discriminación positiva por equidad.- Un componente de la estrategia en esta etapa deberá ser el establecimiento de mecanismos de apoyo para las instituciones ubicadas en zonas de frontera o de mayor pobreza, que lo necesiten y que –además- cumplan con algunos requisitos, como demostrar su viabilidad en el largo plazo y generar un proyecto institucional realizable con el respaldo de sus docentes, de la comunidad y de las autoridades locales y regionales. 

Reconversión de algunos ISP.- Considerando el importante rol social que cumplen los ISP, que en algunos lugares alejados del interior del país constituyen la única opción de educación superior y la única oportunidad de continuación de estudios para los jóvenes egresados de secundaria, el Ministerio de Educación deberá ofrecer opciones de reconversión para el desarrollo de otras carreras o actividades de capacitación para el trabajo en aquellos institutos que no cumplen con los requisitos mínimos para seguir formando profesores. El Ministerio deberá promover y estimular desde el inicio de todo el proceso, la reconversión de los ISP que se considere que no son viables, buscando el establecimiento de acuerdos con sus comunidades y autoridades locales en torno a proyectos y planes de desarrollo elaborados en forma conjunta.

b) Segunda Etapa:

Afinamiento de estándares de calidad para la acreditación.- En la segunda etapa, las instituciones pre-acreditadas –universitarias o no universitarias- dispondrán de un plazo de tres años para la acreditación de sus programas o carreras, en base al cumplimiento de los estándares nacionales de calidad en la formación de profesores. Al mismo tiempo, durante el período de vigencia de la pre-acreditación (tres años), se seguirá discutiendo y afinando los estándares de calidad para la acreditación propiamente tal, hasta alcanzar el mayor consenso y la validación de la propuesta.

Fondos concursables y formación continua de docentes formadores.- A fin de estimular y hacer viable el esfuerzo de desarrollo que tendrán que acometer la gran mayoría de las instituciones, para alcanzar el nivel de calidad exigido para la acreditación, el Ministerio de Educación deberá poner en marcha un programa de inversión que estimule la autonomía y la realización de proyectos de innovación y de mejoramiento generados por ellas. Se sugiere para tal fin la aplicación de fondos concursables para proyectos, programas de apoyo al desarrollo profesional y académico de los docentes formadores, y otras medidas que se consideren idóneas para el fortalecimiento institucional y académico.

Fortalecimiento institucional.- Además de la inversión y el apoyo institucional y técnico, el Ministerio de Educación deberá transferir a los ISP y demás instituciones no universitarias formadoras de profesores, atribuciones suficientes para que puedan formular, implementar, ejecutar y evaluar sus propios proyectos de desarrollo institucional, nuevos modelos de estructura organizativa y de gestión colectiva, proyectos de innovación y de experimentación curricular y metodológica, de modo que cada una pueda construir una oferta formativa pertinente, ajustada a su propia visión y misión y adecuada para la realidad de su región.

El objetivo del proceso en esta etapa será –como se ha dicho antes-, acreditar la calidad de carreras o programas de formación de profesores en instituciones que operen con autonomía, satisfaciendo estándares de nivel internacional. Este tipo de acreditación es incompatible con el mantenimiento de un status de dependencia estructural y funcional, académica y administrativa, como ocurre en el régimen actual de funcionamiento de los ISP y otras instituciones de educación superior no universitaria.

Reconocimiento público y premios para los programas acreditados.- En esta etapa será necesario que la Comisión de Acreditación (CAFPE) desarrolle campañas de difusión acerca de la acreditación como reconocimiento de alta calidad educativa, tanto hacia las instituciones formadoras como hacia la opinión pública en general. Sería conveniente establecer un conjunto de incentivos o premios para las entidades públicas o privadas que logren la acreditación de sus programas, como un medio para llamar la atención y remarcar el valor académico y social de este logro; para ello se sugiere la posibilidad de comprometer el apoyo de empresas y otros organismos privados.

El anuncio de algunos beneficios para las instituciones que logren la acreditación de sus programas, tales como la participación preferencial en programas de becas, pasantías, capacitación y asesorías al Ministerio de Educación, así como ventajas para sus egresados en el acceso a puestos de trabajo, también sería importante para lograr que las propias instituciones demanden la acreditación.

El proceso de la acreditación.- El proceso de la acreditación se realizará, para cada institución o programa, en dos tiempos. La institución que decida iniciar el proceso solicitará a la Comisión de Acreditación las orientaciones, normas y pautas para realizar una auto-evaluación del programa, o de la propia institución si fuera el caso; podrá también solicitar apoyo técnico para el diseño y la conducción de su propia evaluación. Finalizada la auto-evaluación, si la institución concluye que está adecuadamente preparada, podrá solicitar a la Comisión la realización de una evaluación externa, por medio de la cual se dictaminará si cumple o no con los estándares para la acreditación.

La evaluación externa.- La evaluación externa será realizada por una terna de evaluadores designados para cada caso por la Comisión de Acreditación, que los seleccionará del Registro Nacional de Evaluadores tomando en cuenta su especialidad y la necesidad de conformar un equipo plural y objetivo; los equipos de evaluación sólo podrán ser integrados por personas que hayan ingresado al Registro Nacional con una anticipación no menor de seis meses a la fecha de presentación de la solicitud de evaluación por la institución interesada.

Los costos del proceso de acreditación serán pagados por cada institución, con recursos propios o con el aporte de otras entidades. En el caso de las instituciones públicas (ISP o Facultades de Educación estatales), solicitarán el apoyo de los gobiernos locales o regionales que opten por respaldar su funcionamiento. El Ministerio de Educación asumirá los costos en aquellos casos en que corresponda a su política de focalización o de discriminación positiva, con un propósito de equidad o de desarrollo estratégico (fronteras, áreas de intervención intersectorial, etc.).

Nuevo status institucional y legal para los ISP.- Los ISP que logren la acreditación de todos sus programas o carreras, accederán a un status de mayor nivel, ya sea por medio de su integración a una universidad o su reconocimiento como Instituto Pedagógico Nacional, con rango universitario. Otorgarán grados académicos y títulos profesionales a nombre de la nación, con validez en todo el territorio nacional. Los ISP que no logren ser acreditados, mantendrán su status actual y otorgarán títulos pedagógicos con validez únicamente regional, en los casos en que las condiciones locales así lo justifiquen.

Beneficios de la acreditación.- Al término del plazo de tres años para la acreditación, exclusivamente los docentes titulados en instituciones o programas que hayan logrado la acreditación de calidad, podrán postular y acceder a plazas docentes en el sector público; los titulados en programas no acreditados que quieran acceder a plazas docentes en el sector público deberán pasar por el requisito previo de la aprobación de un examen de certificación profesional. Igualmente, las instituciones acreditadas tendrán preferencia para recibir fondos públicos para el desarrollo de innovaciones, para investigación o para el financiamiento de becas o pasantías. Del mismo modo, las instituciones o programas acreditados tendrán preferencia en los concursos, licitaciones y otros procesos similares convocados por el Ministerio de Educación para dar servicios de formación continua, asesorías, producción de materiales educativos y otros.

Restricción de la matrícula de nuevos alumnos.- Los programas de formación magisterial que no logren la acreditación al vencimiento del plazo de tres años previsto, no podrán recibir nuevos alumnos –aunque deberán garantizar la finalización de los estudios a los alumnos incorporados hasta esa fecha. En estos casos, el Ministerio promoverá y apoyará procesos de reconversión de las instituciones para que sigan ofreciendo a la población local oportunidades de educación superior profesional o técnica, aunque en áreas de trabajo no docente. 

Becas integrales para jóvenes con vocación docente.- El Ministerio deberá establecer un sistema de becas integrales para apoyar a jóvenes meritorios con vocación docente residentes en lugares en los que no exista una institución formadora de profesores, para que puedan trasladarse para estudiar educación en otra ciudad de su región o departamento.

c) El desarrollo posterior:

La acreditación es una certificación de calidad que se otorga siempre con una vigencia temporal limitada, de entre cuatro y seis años. Por lo tanto, una vez que se haya completado un primer ciclo de acreditaciones, el sistema quedará consolidado y seguirá operando en forma permanente, como mecanismo de regulación de la red de instituciones y programas formadores de profesionales de la educación. 

Los estándares nacionales deberán ser ajustados periódicamente, de manera que las sucesivas acreditaciones los vayan haciendo a la vez más exigentes y más adaptados a las demandas cambiantes del campo educativo y social. De este modo se podrá lograr un creciente mejoramiento y una constante renovación de la calidad de la formación de los profesores.

La instalación de una cultura de la evaluación y del mejoramiento continuo en cada una de las instituciones será la mejor garantía de sostenibilidad del sistema y del desarrollo permanente de la calidad.  En esta etapa, contándose con instituciones y programas formalmente acreditados, se podrá instalar el mecanismo de “evaluación entre pares” como opción alternativa o complementaria a la evaluación externa por expertos. Las redes locales o regionales de instituciones formadoras de educadores podrán crear sus propias comisiones de auto-evaluación, que promuevan el intercambio, la evaluación entre pares, la evaluación externa y en general el desarrollo de la calidad educativa en su área de influencia.
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